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 Resumen

Tras 75 años desde su aprobación en 1947, el Convenio núm. 81 sobre la inspección 
del trabajo sigue considerándose un pilar normativo plenamente actualizado para los 
sistemas de inspección del trabajo del mundo. Este instrumento, junto al Convenio núm. 
129 sobre la inspección del trabajo en la agricultura (1969), las Recomendaciones núm. 81 
(1947) y núm. 133 (1969), el Protocolo relativo al Convenio núm. 81 (1995) y las Directrices 
sobre los principios generales de la inspección del trabajo (2022) constituyen el marco 
normativo internacional de referencia en materia de inspección del trabajo y desempeñan 
un papel fundamental para mantener y promover condiciones de trabajo decente.

Junto con una breve reseña histórica del nacimiento de las inspecciones del 
trabajo en el mundo, particularmente en América Latina, el documento aborda un análisis 
sistemático de los principales lineamientos contenidos en los instrumentos normativos 
de la OIT ya mencionados y de los emanados de sus órganos de supervisión respecto 
a los elementos clave para el desarrollo de sistemas de inspección laboral eficaces y 
eficientes.

Por último, a modo de conclusión se hacen algunas reflexiones sobre la importancia 
de los procesos de modernización de las inspecciones del trabajo en el abordaje tanto 
de los persistentes como de los nuevos desafíos en el mundo del trabajo, de manera 
particular en América Latina. 

Palabras claves: inspección del trabajo, inspección laboral, inspector del trabajo, 
cumplimiento de la normativa laboral, institucionalidad laboral, informalidad laboral.

Códigos JEL: J80, J83, O17, P37, K31
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The international normative framework  
on labour inspection.

Its contribution to labour challenges in Latin America
Carmen Bueno

 Abstract
 

After 75 years since its approval in 1947, Convention No. 81 on labour inspection 
continues to be considered a fully up-to-date regulatory pillar for the labour inspection 
systems in the world. This instrument, together with Convention No. 129 on labour 
inspection in agriculture (1969), Recommendations No. 81 (1947) and No. 133 (1969), 
Protocol of Convention No. 81 (1995) and the Guidelines on general principles of labour 
inspection (2022), constitute the reference international regulatory framework on 
labour inspection and play a fundamental role in maintaining and promoting decent work 
conditions.

Along with a brief historical review of the birth of labour inspections in the world, 
particularly in Latin America, the document addresses a systematic analysis of the main 
guidelines contained in above-mentioned ILO instruments and those emanating from 
its supervisory bodies regarding the key elements for the development of effective and 
efficient labour inspection systems.

Finally, as a conclusion, some reflections are made on the importance of the 
modernization processes of labour inspections in addressing both persistent and new 
challenges in the world of work, particularly in Latin America.

Keywords: labour inspection, labour inspection, labour inspector, compliance with labour 
regulations, labour institutions, labour informality.

JEL codes: J80, J83, O17, P37, K31
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1. INTRODUCCIÓN

Tras 75 años desde su aprobación en 1947, el Convenio núm. 81 sobre la 
inspección del trabajo sigue considerándose un pilar normativo plenamente 
actualizado para los sistemas de inspección del trabajo del mundo, habiendo sido 
ratificado por un total de 150 de los 187 países integrantes de la OIT. 

Este Convenio, junto al Convenio núm. 129 sobre la inspección del trabajo 
en la agricultura (1969), las Recomendaciones núm. 81 (1947) y núm. 133 (1969), el 
Protocolo relativo al Convenio núm. 81 (1995) y las Directrices sobre los principios 
generales de la inspección del trabajo (2022),  constituyen el marco normativo 
internacional de referencia en materia de inspección del trabajo y desempeñan 
un papel fundamental para mantener y promover condiciones de trabajo decente 
mediante un sistema de inspección laboral efectivo y eficiente. 

De acuerdo con estos instrumentos jurídicos, todo sistema de inspección 
del trabajo deberá incluir entre sus elementos, al menos, un marco legislativo que 
defina sus funciones, su ámbito de actuación y el reconocimiento de determinadas 
facultades a los funcionarios del sistema; una autoridad central que coopere con 
otros servicios gubernamentales e instituciones que ejerzan actividades similares 
y que colabore con las organizaciones de empleadores y de trabajadores; una 
infraestructura con recursos humanos y técnicos adecuados para el ejercicio de 
las tareas encomendadas; y un sistema de sanciones adecuado y disuasorio. Todos 
esos componentes van a tener un cometido fundamental en el cumplimiento de la 
legislación laboral y en la materialización del trabajo decente y la justicia social.

Cabe recordar que en 1998 el Convenio núm. 81 y el Convenio núm. 129 fueron 
designados “convenios prioritarios” por el Consejo de Administración de la OIT y, 
posteriormente, la Declaración de la OIT sobre la justicia social para una globalización 
equitativa (2008) los clasificó como “convenios de gobernanza”, lo que destaca su 
importancia para el funcionamiento del sistema de las normas internacionales del 
trabajo en su conjunto. Por ello, es importante recordar que la base y el impulso 
originario de la mayor parte de los marcos regulatorios nacionales en materia de 
inspección laboral provinieron de los Convenios núm. 81 y 129. De manera similar, 
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las normas internacionales más recientes incluyen referencias a los sistemas de 
inspección en términos similares a los contenidos en los citados convenios.

Aunque de manera gradual los sistemas de inspección del trabajo en el 
mundo han ido evolucionando y mejorando el ejercicio de su rol, su organización y 
los recursos con los que cuentan, todavía enfrentan desafíos importantes. 

Algunos de esos desafíos son persistentes, como es el problema de la 
informalidad laboral. Más de la mitad de los casi 300 millones de trabajadores de 
América Latina y El Caribe trabajaban en 2023 en la informalidad (OIT, 2024a). 
Estos trabajadores no están protegidos por la legislación laboral ni cubiertos 
por la seguridad social. Por su parte, las empresas que operan en la informalidad 
tienen niveles de productividad bajos y tienen un acceso limitado a mercados. La 
Recomendación núm. 204 de la OIT sobre la transición de la economía informal a 
la economía formal (2015) es el primer instrumento internacional dedicado a este 
tema. Al reconocer la complejidad del fenómeno, el instrumento aboga por un 
enfoque multidisciplinar e integrado que combine un marco normativo apropiado, 
unas políticas de empleo productivo, incentivos a la formalización y medidas de 
cumplimiento de la legislación, incluyendo las inspecciones laborales. 

Entre los nuevos desafíos, las inspecciones han de afrontar las profundas 
transformaciones que se están produciendo en el mundo del trabajo, como la 
naturaleza cambiante de las relaciones laborales y el surgimiento de nuevos riesgos, 
considerando entre otros factores, el impacto del cambio climático y de la violencia 
y el acoso en la salud de las personas.

Por ello, el fortalecimiento y la modernización de los servicios públicos 
de inspección del trabajo es un factor decisivo, no solo para dar respuesta a los 
requerimientos contenidos en los instrumentos normativos de la OIT, sino para 
enfrentar de manera eficaz y eficiente todos esos desafíos. 
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2.	LA INSPECCIÓN DEL TRABAJO EN EL 
MUNDO. BREVE RESEÑA HISTÓRICA 

Cuando se creó la OIT en 1919, uno de sus objetivos principales era establecer 
normas internacionales del trabajo que contribuyeran decisivamente a mejorar las 
condiciones de trabajo y el bienestar de los trabajadores en el mundo. Persiguiendo 
este objetivo, las normas internacionales han crecido a lo largo de los años hasta 
formar hoy un extenso sistema de instrumentos de política social y laboral, apoyado 
por un mecanismo de supervisión y control que permite poder aplicar estos 
instrumentos en los países. 

El Tratado de Versalles de 1919, que puso fin oficialmente a la Primera Guerra 
Mundial y por el que se creó la OIT, estableció expresamente que todos los Estados 
habrían de organizar un servicio de inspección del trabajo para asegurar la aplicación 
de las leyes y reglamentos relativos a la protección de los trabajadores, debiendo 
este servicio incluir a mujeres.

En su primera sesión en 1919, la Conferencia Internacional del Trabajo mostró 
la importancia que otorgaba a la inspección del trabajo al expresar el deseo de 
que los países establecieran, tan pronto como fuese posible, no sólo un sistema de 
inspección eficiente en fábricas, sino también un servicio del Estado especialmente 
encargado de la obligación de salvaguardar la salud de los trabajadores. 

 2.1. Antecedentes históricos de la inspección del trabajo
 

La legislación más antigua para mejorar las condiciones de trabajo data de 
1802, cuando el Parlamento Británico aprobó una ley para preservar la moral de los 
aprendices. La moral se definía en relación con la seguridad, salud y bienestar, y 
los aprendices eran niños que trabajaban, por ejemplo, en la minería y limpiando 
chimeneas. Aunque la aplicación de la ley era supervisada por comités voluntarios, en 
realidad apenas se exigía su cumplimiento. Esto cambió cuando en 1833 el gobierno 
nombró a los cuatro primeros inspectores, a los que se describía como “personas 
de gran prestigio”, y que debían prestar especial atención a las largas jornadas de 
trabajo de los adultos y los niños.
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En 1874 se instauró en Francia un servicio de inspección del trabajo que 
comprendía a quince inspectores y en 1892 se creó un cuerpo de funcionarios 
públicos dedicado a la inspección laboral. Inicialmente el servicio tenía a su cargo 
vigilar la aplicación de la legislación de 1841 que prohibía el trabajo de niños menores 
de 8 años.

A fines del siglo XIX, muchos países europeos ya contaban con una legislación 
destinada a mejorar las condiciones en el trabajo. En paralelo, se nombraron 
inspectores especialistas. Por ejemplo, en Gran Bretaña, se designó al primer 
inspector médico en 1898, y un año después, al primer asesor especialista en 
ingeniería. En 1901 se nombró en Alemania a la primera mujer inspectora de fábricas.

En España, la inspección del trabajo se creó en 1906, con el objetivo de vigilar 
el cumplimiento de la incipiente legislación social de la época (Ley de accidentes de 
trabajo, Ley sobre trabajo de mujeres y menores, ambas de 1900, y Ley de descanso 
dominical de 1904).

En América Latina, el nacimiento de las inspecciones laborales estuvo 
vinculado a la creación y desarrollo de los ministerios de trabajo, que surgieron como 
unidades especializadas y, a veces, descentralizadas geográficamente. Los primeros 
antecedentes regionales datan de 1912 con la creación de la inspección laboral en 
Argentina, mientras que en Uruguay sería la Ley N° 5.350 de 1915 la que, junto a 
limitar la jornada a 8 horas diarias, creaba el primer cuerpo de inspección para velar 
por su cumplimiento. 

El primer hito del establecimiento de una inspección del trabajo en Chile 
podemos encontrarlo  en noviembre de 1919, cuando se le encomendó a la Oficina 
del Trabajo una función de “conocimiento y estudio de las cuestiones relativas a la 
legislación social y obrera (…) que tengan por objeto mejorar la condición moral, 
intelectual y material de los empleados y obreros de la industria, del comercio, de 
la minería, de la agricultura y de las ocupaciones domésticas”, y se crearon seis 
secciones en su estructura, incluyendo una específica sobre inspección del trabajo. 
La norma regulaba la facultad de entrada de los inspectores a los talleres y locales de 
trabajo, su deber de sigilo profesional respecto a secretos profesionales, industriales 
o comerciales que hubieran conocido y la posible colaboración de las delegaciones 
obreras debidamente autorizadas en las labores de inspección de las fábricas.2 

2. Decreto 1.938.

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?i=1012467
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Posteriormente, en septiembre de 1924 se aprobó un conjunto de normas 
laborales, incluyendo la ley sobre el contrato de trabajo, cuyo artículo 38 creaba 
la Dirección General del Trabajo, con funciones de inspección y vigilancia del 
cumplimiento de las disposiciones laborales, recopilación de datos e informaciones 
laborales y propuesta de medidas para mejorar las condiciones del trabajo de los 
obreros, entre otras.  Entre otros aspectos, la ley reconocía las facultades de visita 
de los inspectores del trabajo, pudiendo éstos requerir el auxilio de la fuerza pública 
para el desempeño de sus funciones, estableciéndose multas en caso de que se 
impidiera o dificultara sus visitas. Además, la ley preveía multas a ser impuestas por 
el juez de letras en casos de incumplimientos, en cuantía de cincuenta a quinientos 
pesos, pudiéndose detener al infractor de cinco a diez días en caso de impago en 
un plazo de diez días. Destaca el reconocimiento de prohibiciones a los inspectores 
tales como divulgación de secretos industriales o comerciales de que hubieren 
tenido conocimiento en razón de su cargo.3

 2.2. Recorrido histórico del marco normativo  
	   internacional sobre inspección del trabajo y otras  
	   iniciativas de la OIT 

Mientras que en los distintos países se producían esos avances, a nivel 
internacional también se estudiaba la aprobación de un marco normativo global para 
mejorar las condiciones de trabajo y, particularmente, de los servicios de inspección.

En marzo de 1890 representantes de quince países asistieron en Berlín a la 
Conferencia Internacional sobre el trabajo en las fábricas y minas, más conocida como 
Conferencia de Berlín, que concluyó con el establecimiento de recomendaciones 
detalladas sobre el trabajo en las minas, el trabajo dominical, el trabajo de los niños 
y el empleo de los jóvenes y de las mujeres. Además, se estableció que las leyes 
en cada Estado debían ser supervisadas por un número adecuado de funcionarios 
especialmente cualificados, nombrados por el gobierno e independientes de los 
empleadores y los trabajadores (OIT, 2002).

Esta iniciativa recibió mayor impulso con la creación de la OIT en 1919. Dos 
de las primeras normas internacionales del trabajo adoptadas en el seno de la 

3. Ley 4.053.

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=24430


11

OIT fueron la Recomendación núm. 5 sobre la inspección del trabajo (servicios 
de salud) (1919)4 y la Recomendación núm. 20 sobre la inspección del trabajo 
(1923)5. Aunque se trató de Recomendaciones y no de Convenios, por lo que no 
eran susceptibles de ratificación por los Estados miembros, estos instrumentos 
sentaron las bases para la adopción posterior de otras normas más completas y que 
permanecen vigentes en la actualidad.

La solicitud de elaboración de un convenio sobre inspección del trabajo se 
produjo durante la Conferencia Internacional del Trabajo de 1936, cuestión que 
fue inscrita en el orden del día de la Conferencia de 1940, la que no pudo llevarse 
a cabo a causa de la guerra. Fue finalmente durante la Conferencia de 1947 cuando 
se adoptaron el Convenio núm. 81 sobre la inspección del trabajo (industria y 
comercio), la Recomendación núm. 81 sobre la inspección del trabajo (industria 
y comercio), la Recomendación núm. 82 sobre la inspección del trabajo (minas 
y transporte) y el Convenio núm. 85 sobre la inspección del trabajo (territorios 
no metropolitanos).6 

Por su parte, el Convenio núm. 110 sobre las plantaciones, adoptado en 
1958, abarca en su parte XI también a la inspección del trabajo.

En su Estudio general de 1966, dedicado a la inspección del trabajo, la Comisión 
de Expertos para la Aplicación de Convenios y Recomendaciones (en lo sucesivo, 
CEACR) estimó la conveniencia de que la OIT pudiese examinar la cuestión de la 
inspección del trabajo en la agricultura con el fin de adoptar un instrumento que 
sirviese de complemento al Convenio núm. 81.7 De esta manera, en 1969, se aprobó 
el Convenio sobre la inspección del trabajo (agricultura) y la Recomendación 
núm. 133 sobre la inspección del trabajo (agricultura). En términos generales, las 
disposiciones del Convenio núm. 129 son similares a las del Convenio núm. 81, si bien 
el Convenio núm. 129 no ha logrado el mismo nivel de ratificación que el primero. 
Ello puede deberse a la singularidad y diversidad del sector agrícola, que emplea a 

4. Instrumento retirado por decisión de la Conferencia Internacional del Trabajo en su 90ª reunión 
(2002).
5. Instrumento retirado por decisión de la Conferencia Internacional del Trabajo en su 111ª reunión 
(2023).
6. Instrumento retirado por decisión de la Conferencia Internacional del Trabajo en su 112ª reunión 
(2024).
7. OIT (1966) “Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones. Parte 
IV. La inspección del trabajo en la industria, el comercio, las empresas mineras y de transporte,” párr. 
235.
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muchas personas, a menudo ubicadas en lugares remotos y en pequeñas unidades 
familiares, lo que requiere un esfuerzo logístico importante que algunas inspecciones 
con escasos medios de transporte y dotación de personas apenas pueden enfrentar. 
Es por esto que, en muchos países, la inspección de empresas agrícolas ha sido muy 
limitada o a menudo inexistente. Aunque el Convenio núm. 129 tuvo el propósito 
de rectificar esta situación, su bajo nivel de ratificación comparado con el Convenio 
núm. 81 indica que en el sector agrícola siguen existiendo grandes desafíos que será 
necesario afrontar y resolver. No obstante, un número cada vez mayor de países 
cuenta con alguna forma de inspección del trabajo en el sector agrícola, y se espera 
que esta tendencia continúe en los próximos años.

En 1995, vio la luz el Protocolo relativo al Convenio núm. 81 sobre la 
inspección del trabajo, que amplió la inspección laboral a muchos más ámbitos 
de trabajo que los contemplados originalmente en el convenio. De esta forma, se 
incluyeron sectores de servicios “no comerciales”, tales como la administración 
pública, las fuerzas armadas, los servicios de educación y salud, los servicios 
postales y las telecomunicaciones, los servicios públicos tales como el suministro de 
gas, agua y electricidad, los servicios de recolección y eliminación de residuos, etc. 

Al año siguiente, en 1996, se aprobó el Convenio núm. 178 sobre la inspección 
del trabajo (gente de mar), que fue posteriormente revisado por el Convenio sobre 
el Trabajo Marítimo (MLC, 2006).8

En 1998, el Convenio núm. 81 y el Convenio núm. 129 fueron designados 
“convenios prioritarios” por el Consejo de Administración de la OIT y, posteriormente, 
la Declaración de la OIT sobre la justicia social para una globalización equitativa 
(2008) los clasificó como “convenios de gobernanza”, lo cual destaca su importancia 
para el funcionamiento del sistema de las normas internacionales del trabajo en su 
conjunto.9

En marzo de 2022, el Consejo de Administración de la OIT autorizó la 
publicación de las Directrices sobre los principios generales de la inspección 
del trabajo (2022), las cuales fueron adoptadas, de manera tripartita en diciembre 
de 2021, tras una reunión de expertos. Las Directrices, basadas en el contenido 
de las normas internacionales del trabajo, los trabajos preparatorios y las actas 

8. Instrumento retirado por decisión de la Conferencia Internacional del Trabajo en su 111ª reunión 
(2023).
9. OIT (2008) “Declaración de la OIT sobre la justicia social para una globalización equitativa”. 
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de las reuniones de la Conferencia Internacional del Trabajo en las que fueron 
adoptadas, así como en los seis estudios generales de la  CEACR sobre la aplicación 
de los instrumentos de la OIT sobre la inspección del trabajo y otras resoluciones 
pertinentes de la Conferencia, proporcionan orientaciones técnicas detalladas sobre 
los principios clave contenidos en los Convenios núm. 81 y 129 y la Recomendación 
núm. 20, teniendo en cuenta las prácticas y los desafíos actuales.

Como puede advertirse, la inspección del trabajo ha sido una prioridad para la 
OIT durante toda su historia. Además del marco normativo anteriormente señalado, 
se han emprendido otras iniciativas para procurar asistir a los Estados miembros en 
el desarrollo de sus sistemas de inspección del trabajo. 

En 1985, la CEARC publicó un Estudio general sobre inspección del trabajo 
en el que pone el acento en la necesidad de dotar a los sistemas de inspección de 
trabajo de medios técnicos adecuados y de suficientes efectivos, formados, que 
no desarrollen oras tareas accesorias que les impidan consagrarse a su misión 
principal. En materia de sanciones, señala la tendencia de las autoridades judiciales a 
minimizar las infracciones en el ámbito laboral. Por último, muestra su preocupación 
ante el hecho de que los problemas de las inspecciones sean aún más agudos en el 
sector agrícola.10

En un nuevo Estudio general sobre inspección de trabajo, publicado en 2006, 
la CEARC concluía con la necesidad de una inspección del trabajo fuerte e imparcial, 
informada, adecuadamente dotada de recursos, organizada y dirigida y capaz de 
adaptarse a los cambios y capacitada para cumplir con su cometido, y apuntaba a 
una campaña para promover la ratificación de los convenios de inspección.11 

En abril de 2009, la OIT inició un nuevo Programa sobre Administración 
e Inspección del Trabajo (LAB/ADMIN), posteriormente convertido en la División 
de Administración del Trabajo, Inspección del Trabajo y Seguridad y Salud en el 
Trabajo (LABADMIN/OSH), con el fin de ofrecer una orientación más coherente en 

10. OIT (1985) “Estudio general de las memorias relativas al Convenio y a la Recomendación sobre la 
inspección del trabajo (núm. 81); la Recomendación sobre la inspección del trabajo (minas y transporte) 
(núm. 82) y al Convenio (núm. 129) y a la Recomendación (núm. 133) sobre la inspección del trabajo 
(agricultura)”.
11. OIT (2006) “Estudio general relativo al Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947 (núm. 81), y al 
Protocolo de 1995 relativo al Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947, a la Recomendación sobre la 
inspección del trabajo (minas y transporte), 1947 (núm. 82), al Convenio sobre la inspección del trabajo 
(agricultura), 1969 (núm. 129), y a la Recomendación sobre la inspección del trabajo (agricultura), 1969 
(núm. 133)”.
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estas dos esferas importantes, y específicamente contribuir al fortalecimiento y la 
modernización de las inspecciones del trabajo en los Estados miembros a escala 
mundial. A través de los años, este servicio ha impulsado una serie de nuevas 
iniciativas en materia de inspección laboral, entre ellas, una metodología para la 
evaluación de necesidades de los sistemas de inspección, herramientas para la 
elaboración de políticas y planes de acción nacionales y diversos instrumentos para 
el fortalecimiento y mejora de los servicios de inspección. Desde junio de 2024, la 
promoción de la gobernanza del trabajo, el fortalecimiento de los sistemas de la 
administración laboral, incluida la inspección del trabajo, y la prevención y resolución 
de conflictos quedan bajo el mandato del Servicio de Diálogo Social, Relaciones 
Laborales y Gobernanza del Trabajo (LABGOV).

Ese abril de 2009, en la capital de Chile, la OIT impulsó la constitución de la  
Red Iberoamericana de Inspecciones del Trabajo, que se sumó a otras alianzas 
internacionales existentes en la materia.

 Alianzas internacionales en materia de inspección del trabajo

 Red Iberoamericana de Inspecciones del Trabajo (REDIBIT)

Constituida en abril del 2009 en Santiago de Chile, por las autoridades de las 
inspecciones de Argentina, Brasil, Chile, España, Portugal y Uruguay, en presencia de la 
OIT, con el fin de fortalecer los sistemas de inspección del trabajo, tanto a nivel nacional 
como internacional, en busca de vías más eficaces para conseguir la aplicación de la 
legislación social y los objetivos fijados por la OIT de justicia social y trabajo decente. 
Unos meses más tarde, a través de la Declaración de Managua, se sumaron Costa Rica, 
El Salvador, Guatemala, Nicaragua, Panamá y República Dominicana. Tras unos años sin 
mucha actividad, se reencontró nuevamente en Valencia, España, en noviembre de 2022, 
habiéndose reunido en noviembre de 2023 en Lima. El próximo encuentro tendrá lugar 
en Santiago, Chile, en el marco de la conmemoración del centenario de la Dirección del 
Trabajo. 

 Asociación Internacional de la Inspección de Trabajo (IALI, por sus siglas en inglés)

Fundada en 1972, a raíz de la toma de conciencia de los desafíos comunes que enfrentaban 
muchas inspecciones del trabajo, su incorporación como miembros está abierta tanto para 
las inspecciones del trabajo como para los ministerios de trabajo, ya sea a nivel nacional 
o subnacional, así como para cualquier grupo organizado o constituido de inspectores 
de trabajo (asociación, sindicato, etc.). Actualmente, cuenta con 134 miembros de 106 
países y trabaja a nivel global y regional, mediante la organización de conferencias 
internacionales y regionales y difusión de información.12 

12. https://www.iali-aiit.org/ 

https://www.iali-aiit.org/
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 Confederación Iberoamericana de Inspectores del Trabajo (CIIT)

Creada en 1992 para reunir a distintas agrupaciones de inspectores del trabajo de 
Iberoamérica, tiene como objetivo promover y defender la dignificación de la inspección 
del trabajo y de los inspectores. Sus principales acciones están orientadas a fomentar 
reformas legislativas, a estimular y, eventualmente, a asesorar sobre la formación de 
organizaciones nacionales y regionales de inspectores del trabajo, y también sobre su 
representación ante organismos internacionales. Pueden integrarla agrupaciones de 
cualquier tipo, siempre que cuenten con personería jurídica. Las que no cuenten con ese 
requisito legal podrán participar como adherentes. En la actualidad, está conformada por 
la Asociación de Inspectores de Trabajo de Uruguay (AITU), el Sindicato de Inspectores de 
Trabajo y Seguridad Social de España (SITSS), el Sindicato Nacional de Auditores Fiscales 
de Trabajo de Brasil (SINAIT) y la Asociación de Inspectores de Trabajo de la República 
Dominicana (ASITRAREDO).13

Durante la 100ª Conferencia Internacional del Trabajo (2011) tuvo lugar 
una discusión general sobre la administración del trabajo y la inspección del 
trabajo. Especial interés merece el informe elaborado por la OIT con motivo de 
esta discusión, el cual ofrecía una visión de los problemas y perspectivas de los 
sistemas de administración y de inspección del trabajo y determinó los ámbitos de 
acción primordiales, tanto para los sistemas nacionales de administración como 
para los de inspección del trabajo y para la propia OIT.14 En la Resolución adoptada 
se confirmó que la inspección del trabajo constituye una función pública y es un 
elemento esencial de una normativa laboral eficaz, debiendo gozar de amplios 
poderes y responsabilidades consistentes, entre otras cosas, en hacer cumplir la ley 
e imponer sanciones que sean lo suficientemente disuasorias como para impedir las 
infracciones a la normativa laboral, proporcionando al mismo tiempo asesoramiento 
técnico. Estas funciones deberían regularse y equilibrarse como parte de una 
estrategia integral de cumplimiento, a fin de lograr unas condiciones de trabajo 
decentes y un entorno de trabajo seguro.15

En la Declaración del Centenario de la OIT para el Futuro del Trabajo (2019) 
se destacó la importancia de fortalecer la administración y la inspección del trabajo 
como aspecto clave para seguir desarrollando el enfoque de la OIT sobre el futuro del 
trabajo centrado en las personas.

13. https://www.ci-it.org/ 
14. OIT (2011) “Informe V Administración del trabajo e inspección del trabajo”.
15. OIT (2011) “Resolución relativa a la administración del trabajo y la inspección del trabajo”.

https://www.ci-it.org/
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El Llamamiento Mundial a la Acción de la OIT para una recuperación de la 
crisis de la COVID-19 centrada en el ser humano que sea inclusiva, sostenible y 
resiliente (2021) enfatizó la importancia de fortalecer las instituciones del trabajo 
para garantizar una protección adecuada de todos los trabajadores, refiriéndose 
específicamente a las instituciones de administración del trabajo y de inspección 
del trabajo.

Durante la 112ª Conferencia Internacional del Trabajo celebrada en 2024 
tuvo lugar la discusión del Estudio General de la CEACR titulado La administración 
del trabajo en un mundo del trabajo en transformación, en el que se señala que 
una administración del trabajo eficaz y eficiente es fundamental para abordar las 
desigualdades en el mundo del trabajo y crear el marco jurídico y político necesario 
para lograr la justicia social a través del trabajo decente. Añade que los sistemas 
de administración del trabajo, incluidos los servicios de inspección, pueden hacer 
realidad el trabajo decente en el lugar de trabajo haciendo aplicar las normas del 
trabajo, contribuyendo al mismo tiempo a estimular el crecimiento económico, 
incrementando la competitividad y la productividad, y propiciando un entorno estable 
para las empresas.16 En sus conclusiones, la Comisión de Aplicación de Normas 
(CAN) hizo hincapié en la necesidad de modernización de las administraciones del 
trabajo para anticiparse y adaptarse a los cambios y transformaciones en el mundo 
del trabajo, en beneficio de la promoción del dialogo social, el trabajo decente, 
la buena gobernanza y las empresas sostenibles. Mencionó la importancia de 
garantizar que los servicios de inspección del trabajo estén dotados de recursos 
humanos y financieros adecuados, así como de medios tecnológicos y materiales, 
incluso durante las crisis, dado que se enfrentan a retos nuevos o persistentes, como 
el crecimiento de la economía informal, la naturaleza cambiante de las relaciones 
laborales y el surgimiento de nuevos riesgos relacionados con el trabajo.17 

16. OIT (2024) “La administración del trabajo en un mundo del trabajo en transformación. Estudio 
general relativo al Convenio sobre la administración del trabajo, 1978 (núm. 150) y Recomendación sobre 
la administración del trabajo, 1978 (núm. 158)”. 
17. OIT (2024) “Proyecto de resultado de la discusión de la Comisión de Aplicación de Normas sobre el 
Estudio General: La administración del trabajo en un mundo del trabajo en transformación”
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3.	EL SISTEMA DE INSPECCIÓN 
DEL TRABAJO EN LAS NORMAS 
INTERNACIONALES DE LA OIT  

Como mencionamos en el apartado anterior, las normas más importantes de 
la OIT relativas a la inspección del trabajo son el Convenio núm. 81 sobre la inspección 
del trabajo en la industria y el comercio, y el Convenio núm. 129 sobre la inspección 
del trabajo en la agricultura. 

Estos instrumentos juegan un papel fundamental para mantener y promover 
condiciones de trabajo decente mediante un eficiente y efectivo sistema de 
inspección laboral. Así, los Convenios núm. 81 y núm. 129 definen las funciones, 
obligaciones y responsabilidades de los sistemas de inspección del trabajo, 
los requisitos para la contratación de personal, las medidas de acción para los 
inspectores, las competencias y obligaciones de los inspectores en relación con 
la ética y la información sobre sus actividades, y también prevén la confección de 
informes sobre accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

Como ya señalamos, en 1998 el Convenio núm. 81 y el Convenio núm. 129 
fueron designados “convenios prioritarios” por el Consejo de Administración de 
la OIT y, posteriormente, la Declaración de la OIT sobre la justicia social para una 
globalización equitativa (2008) los clasificó como “convenios de gobernanza”, 
lo cual destaca su importancia para el funcionamiento del sistema de las normas 
internacionales del trabajo en su conjunto.

El Convenio núm. 81 sobre la inspección del trabajo en la industria y en el 
comercio (1947) sigue siendo considerado como la principal referencia internacional 
en materia de servicios de inspección del trabajo y es tan pertinente hoy como lo fue 
en el momento de su aprobación. Constituye una base sólida para los servicios de 
inspección del trabajo en todo el mundo y es uno de los convenios de la OIT que ha 
recibido más ratificaciones.18  

El convenio se aplica a la inspección de establecimientos industriales y 
comerciales, e incluso habilita la posible exclusión de empresas mineras y de 

18. 150 ratificaciones (julio de 2024).
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transporte (artículos 1, 2 y 22). En virtud de este convenio, además, el sistema de 
inspección del trabajo también se aplica a aquellos establecimientos industriales 
respecto de los cuales los inspectores del trabajo estén encargados de velar por el 
cumplimiento de las disposiciones legales relativas a las condiciones de trabajo y a 
la protección de los trabajadores en el ejercicio de su profesión (artículo 2.1).

Asimismo, los Estados miembros pueden determinar ciertas exclusiones 
regionales en función de la diseminación de la población o del estado de su desarrollo 
económico (artículo 29).

Las disposiciones específicas del convenio abarcan las funciones y 
responsabilidades de los sistemas de inspección del trabajo, los requisitos para la 
contratación de personal, los recursos para los inspectores, sus facultades para velar 
por el cumplimiento de las disposiciones y sus obligaciones. Otras disposiciones 
incluyen la necesidad de notificar los accidentes y los casos de enfermedad, y de 
presentar informes anuales sobre la labor de la autoridad central de inspección.

A la par que el convenio, se adoptó la Recomendación núm. 81 sobre la 
inspección del trabajo (1947) que contiene disposiciones adicionales sobre la 
colaboración entre inspectores, empleadores y trabajadores, por ejemplo, en el 
ámbito de la formación en seguridad y salud, y detalla la información que deberá 
incluirse, en la medida de lo posible, en los informes anuales. Asimismo, hace hincapié 
en las funciones preventivas al disponer la conveniencia de que los empleadores 
notifiquen previamente a los servicios de inspección que van a iniciar una actividad 
productiva, a fin de evitar que esa actividad (industrial o comercial) se inicie con 
incumplimientos de diversa índole.

Por su parte, el Convenio núm. 129 sobre la inspección del trabajo en la 
agricultura (1969) tiene como objetivo extender los servicios de inspección a la 
agricultura, silvicultura e industrias afines. En términos generales, las disposiciones 
del Convenio núm. 129 son similares a las del Convenio núm. 81. Sin embargo, el 
Convenio núm. 129 no ha logrado el mismo nivel de ratificación que el primero19, lo 
cual puede deberse, entre otras razones, a la singularidad y diversidad del sector 
agrícola, con tareas ubicadas en lugares remotos y en pequeñas unidades familiares, 
así como la exigencia de medios de transporte y dotaciones de personal importantes, 
lo que supone un desafío para muchos servicios de inspección. 

19. 57 ratificaciones (julio de 2024).
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El Convenio núm. 129 se acompaña de la Recomendación núm. 133 sobre la 
inspección del trabajo en la agricultura (1969) que hace hincapié en la importancia 
de las funciones de inspección, en la colaboración con el productor agrícola y en la 
mejora de las condiciones laborales de los trabajadores afectados a esta actividad.

El Protocolo relativo al Convenio núm. 81 sobre la inspección del trabajo 
(1995) amplió la inspección laboral a muchos más ámbitos de trabajo que los 
contemplados originalmente en el Convenio. Así, se incluyeron sectores de servicios 
“no comerciales”, tales como la administración pública, las fuerzas armadas, los 
servicios de educación y salud, los servicios postales y las telecomunicaciones, los 
servicios públicos tales como el suministro de gas, agua y electricidad, los servicios 
de recolección y eliminación de residuos, etc.20

El instrumento normativo de la OIT en materia de inspección del trabajo más 
reciente son las Directrices sobre los principios generales de la inspección del 
trabajo (2022), adoptadas, de manera tripartita en diciembre de 2021, tras una 
reunión de expertos, y que, en base a las normas anteriormente mencionadas y los 
estudios generales de la CEACR, proporcionan orientaciones técnicas detalladas 
sobre los principios clave contenidos en los Convenios núm. 81 y 129, teniendo en 
cuenta las prácticas y los desafíos actuales.

 3.1. Definición de la inspección del trabajo
 

Aunque las normas internacionales del trabajo de la OIT no contienen una 
definición formal o legal de la inspección del trabajo, a grandes rasgos, podemos 
afirmar que se trata de la parte del sistema de la administración del trabajo 
responsable de velar por el cumplimiento efectivo de la legislación laboral pertinente 
en los lugares de trabajo.

La inspección tiene dos fundamentales razones de ser. La primera es 
demostrar a los gobiernos, empleadores, trabajadores y público en general que la 
sociedad reconoce el logro y el mantenimiento de las normas básicas del trabajo en 
los lugares de trabajo como un bien público. Y la segunda es que quienes tienen el 
deber de cumplir estas normas no lo pueden hacer sin la vigilancia de un regulador 

20. 12 ratificaciones (julio de 2024).
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independiente de todos los actores involucrados. En palabras de la CEACR, “la 
existencia de una inspección del trabajo eficaz constituye la mejor garantía para que 
las normas laborales nacionales e internacionales se apliquen no sólo en derecho 
sino también en la práctica”.21

En ese sentido, podemos establecer que la inspección del trabajo es una 
función pública de la administración del trabajo que vela por el cumplimiento de 
la legislación laboral, por lo que, como servicio público, debe constituirse en una 
herramienta fundamental de control y promoción del cumplimiento de las normas 
laborales. De hecho, es el instrumento más importante referido a la presencia 
e intervención del Estado en las relaciones laborales. En base a la inspección 
del trabajo, el Estado puede diseñar, estimular y contribuir al desarrollo de una 
cultura de cumplimiento que abarque todos los aspectos y materias que están 
bajo su competencia, esto es, relaciones laborales, condiciones generales de 
trabajo (incluyendo salarios, jornada y contratos), seguridad y salud ocupacional, y 
cuestiones relacionadas con el empleo y con la seguridad social.

Las Directrices sobre los principios generales de la inspección del trabajo 
(en lo sucesivo, Directrices), señalan que “la función de la inspección del trabajo 
propiamente dicha debería seguir siendo una prerrogativa pública independiente. 
Solo un sistema público de inspección que funcione eficazmente puede garantizar la 
eficacia gracias al carácter disuasorio de las sanciones” (apartado 2.2.12).

21. OIT (1985) “Estudio General de las memorias relativas al Convenio y a la Recomendación sobre la 
inspección del trabajo (núm. 81); la Recomendación sobre la inspección del trabajo (minas y transporte) 
(núm. 82) y al Convenio (núm. 129) y a la Recomendación (núm. 133) sobre la inspección del trabajo 
(agricultura)”.
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 La inspección del trabajo y su relación con las iniciativas privadas  
     de cumplimiento voluntario 

En relación con las iniciativas de cumplimiento voluntario (ICV), tales como sistemas 
de autoevaluación, auditorías y certificaciones, en 2013 la OIT organizó una reunión de 
expertos sobre inspección del trabajo y la función de las iniciativas privadas. Los trabajos 
concluyeron reconociendo que la función de control del cumplimiento de la legislación 
no puede subcontratarse ni delegarse a órganos privados, de modo que las iniciativas 
privadas no deben eximir en ningún caso del cumplimiento de la legislación laboral, 
ni dejar sin efecto las inspecciones del lugar de trabajo por parte de las autoridades 
públicas. Las iniciativas privadas sólo pueden desempeñar una función complementaria, 
asistiendo a las empresas a cumplir con sus obligaciones jurídicas, pero nunca podrán 
sustituir el rol de la inspección del trabajo.22 

Las Directrices reiteran en su apartado 2.2.11 que “dichas iniciativas no reemplazan 
a la inspección pública del trabajo y no eximen a los Estados Miembros de adoptar las 
medidas necesarias a este respecto, ni pueden constituir una excusa para reemplazar o 
reducir la capacidad y la frecuencia de las visitas de la inspección del trabajo”.

Más recientemente, en su Estudio General de 2024, la CEACR insistió en que las formas 
de autorregulación pueden ayudar a mejorar el cumplimiento, pero no están concebidas 
para sustituir la inspección pública del trabajo y no deberían eximir a los Gobiernos de 
adoptar las medidas necesarias a este respecto ni considerarse como una justificación o 
excusa para reducir la capacidad y la frecuencia de las visitas de inspección del trabajo.

 3.2. Funciones de la inspección del trabajo
 

Según el artículo 3.1 del Convenio núm. 81 y el artículo 6.1 del Convenio núm. 
129, las principales funciones del sistema de inspección del trabajo son las siguientes:

Velar por el cumplimiento de la legislación laboral

En relación a esta primera función, el artículo 3.1.a) del Convenio núm. 81 
hace referencia a las “disposiciones legales relativas a las condiciones de trabajo 
y a la protección de los trabajadores en el ejercicio de su profesión, tales como las 
disposiciones sobre horas de trabajo, salarios, seguridad, higiene y bienestar, empleo  

22. OIT (2013) “Seguimiento de la Reunión de expertos sobre la inspección del trabajo y la función de las 
iniciativas privadas de cumplimiento de la legislación”.
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de menores y demás disposiciones afines, en la medida en que los inspectores del 
trabajo estén encargados de velar por el cumplimiento de dichas disposiciones”. 

Por su parte, el artículo 6.1.a) del Convenio núm. 129 se pronuncia en casi 
idénticos términos, añadiendo expresamente las disposiciones legales relativas al 
descanso semanal, vacaciones y empleo de mujeres.

El rol de las inspecciones de velar de manera efectiva por el cumplimiento de 
la legislación laboral contribuye a la paz social y puede prevenir conflictos laborales. 
No podemos olvidar que la inspección del trabajo es prácticamente la única opción 
con la que cuentan los trabajadores para garantizar la aplicación de los derechos 
laborales en los casos de incumplimiento.

El alcance de la función de control normativo de la inspección del trabajo es 
potencialmente enorme y varía significativamente de un país a otro, de acuerdo a la 
legislación y las políticas nacionales. La variedad de temas que pueden abarcar los 
inspectores del trabajo incluye, entre otros:

	● Vigilancia del cumplimiento de las obligaciones en materia de los salarios 
y las horas extraordinarias, así como de las limitaciones en materia de 
jornada de trabajo y horas extraordinarias, y disfrute de vacaciones y otras 
licencias y permisos, incluidas las licencias por enfermedad, maternidad, 
paternidad y parentales.

	● Control del cumplimiento de la normativa en seguridad y salud en 
el trabajo, incluyendo la investigación de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales. En este sentido, los Convenios núm. 81 y 
129 señalan que “deberán notificarse a la inspección del trabajo, en los 
casos y en la forma que determine la legislación nacional, los accidentes 
del trabajo y los casos de enfermedad profesional”. Estas investigaciones 
tienen objetivos inmediatos: brindar una respuesta imparcial a las 
víctimas o a los trabajadores afectados, establecer si se ha infringido la 
ley y tomar las medidas correctivas que sean necesarias. 

	● Control del cumplimiento de otros derechos fundamentales en el trabajo 
como la erradicación del trabajo forzoso, la eliminación del trabajo 
infantil, la libertad sindical y la negociación colectiva y el derecho a no 
ser discriminado en el empleo, incluyendo la prevención de la violencia 
y el acoso. En muchos países, los inspectores del trabajo cumplen un 
papel importante en la vigilancia del cumplimiento de los derechos 

ffdfg
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colectivos laborales, como el derecho de sindicación, la protección de 
los representantes legales de los trabajadores y el funcionamiento 
eficaz de los órganos estatutarios que participan en el diálogo social. No 
podemos olvidar que, en algunos países, los trabajadores experimentan 
limitaciones legales y de hecho por sindicalizarse o por defender sus 
derechos de manera colectiva. Como veremos en relación a la función 
de asesoramiento, los inspectores también pueden capacitar a los 
representantes de los trabajadores y de los empleadores en cuestiones 
de protección en el trabajo o participar en otras actividades de formación.

	● Control del registro de los trabajadores en las instituciones de seguridad 
social y del pago de las contribuciones sociales.

	● Control de otras obligaciones relacionadas con el empleo, como las 
medidas activas de empleo, los programas de formación profesional y los 
permisos de trabajo a extranjeros.

	● Vigilancia de las prohibiciones y limitaciones del trabajo de menores 
adolescentes y de trabajadores con necesidades especiales, como las 
trabajadoras embarazadas o con las personas con discapacidad. 

En ciertos países, las inspecciones del trabajo abarcan solo algunas de 
las actividades mencionadas, por ejemplo, la seguridad y salud en el trabajo o las 
condiciones laborales. Hablamos, en esos casos, de inspecciones especializadas. En 
otros países, en cambio, la inspección abarca un espectro más amplio de materias 
laborales, incluyendo condiciones laborales, seguridad y salud en el trabajo y 
seguridad social, según un modelo de inspección que llamamos generalista.

Como se verá más adelante, en algunos países, los inspectores están 
además facultados para hacer cumplir disposiciones legales relacionadas con 
ámbitos cubiertos por la legislación ambiental, industrial o de otra índole, que no 
son estrictamente legislación laboral. Por otra parte, algunos países facultan a 
los inspectores a velar no solo por el cumplimiento del marco legislativo legal y 
reglamentario sino también para exigir el cumplimiento de los convenios colectivos 
y los laudos arbitrales.

Facilitar información técnica y asesoramiento

Junto con la función de verificación, el artículo 3.1.b) del Convenio núm. 81 y el 
artículo 6.1.b) del Convenio núm. 129 otorgan a los sistemas de inspección del trabajo 
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la función de “proporcionar información técnica y asesorar a los empleadores y a los 
trabajadores sobre la manera más efectiva de cumplir las disposiciones legales”. 

Este asesoramiento, de carácter preventivo, se considera esencial para 
conseguir un cumplimiento efectivo de las normas laborales. En la práctica, puede 
facilitarse durante las visitas de inspección, ofreciendo orientaciones, o bien 
mediante campañas de educación, cursos, conferencias, información en sitios web, 
medios de comunicación, redes sociales, etc. 

En diversos países, las inspecciones del trabajo utilizan cada vez más las 
posibilidades que ofrece las tecnologías de la información y de las comunicaciones 
para brindar información técnica y asesoramiento sobre el contenido de la legislación 
laboral y los medios más eficaces para acatarla. 

En relación a las funciones preventivas, los párrafos 1, 2 y 3 de la Recomendación 
núm. 81 establecen que las personas que pretendan abrir un establecimiento 
industrial o comercial, tomarlo como sucesor o comenzar a desempeñar en el mismo 
actividades que, a juicio de la autoridad competente, estén sujetas a la aplicación 
de las disposiciones legales por cuyo cumplimiento velen los inspectores del 
trabajo, debería estar obligada a notificarlo previamente al servicio competente 
de la inspección del trabajo, ya sea directamente o por conducto de otra autoridad 
designada al efecto. Asimismo, los países deberían tomar disposiciones en virtud de 
las cuales los planos de nuevos establecimientos, instalaciones o procedimientos de 
fabricación puedan ser sometidos al servicio de inspección del trabajo competente, 
para que determine si dichos planos dificultarían o imposibilitarían el cumplimiento 
de la legislación sobre higiene y seguridad industriales o constituirían un peligro para 
la salud y seguridad de los trabajadores. Por último, la realización de las obras a que 
se refieran los planos de nuevos establecimientos, instalaciones y procedimientos 
de fabricación que, en virtud de la legislación nacional, se consideren peligrosos o 
insalubres, debería estar condicionada a la ejecución de cualesquiera alteraciones 
que ordene dicho servicio, a los efectos de proteger la salud y la seguridad de los 
trabajadores.

El párrafo 14 de la Recomendación núm. 133 sugiere a los países que inicien 
o promuevan una campaña educativa continua destinada a informar a las partes 
interesadas, por todos los medios adecuados, sobre las disposiciones legales 
pertinentes y la necesidad de aplicarlas estrictamente, y también sobre los peligros 
para la salud o la vida de las personas que trabajen en empresas agrícolas y de los 
medios más apropiados para evitarlos, enumerando además los medios apropiados 
para la educación de los trabajadores.
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 Carácter indisociable de las funciones de control y  
     asesoramiento 

En su Estudio general de 2006, la CEACR señaló que el Convenio núm. 81 y el Convenio 
núm. 129 equiparan en importancia la función de control con la de informar y asesorar a los 
empleadores y a los trabajadores sobre la manera más eficaz de cumplir las disposiciones 
legales pertinentes, interpretando que estas dos funciones son indisociables y representan 
los dos aspectos esenciales de la inspección del trabajo.

Por su parte, el párrafo 1.2.3 de las Directrices añaden que las funciones de la inspección del 
trabajo definidas en el artículo 3.1 del Convenio núm. 81 son “indivisibles, complementarias 
y fundamentales para el cumplimiento de la legislación laboral nacional”.

Contribuir al perfeccionamiento del derecho laboral

Por último, el artículo 3.1.c) del Convenio núm. 81 y el artículo 6.1.c) del 
Convenio núm. 129 señalan que el sistema de inspección está encargado de “poner 
en conocimiento de la autoridad competente las deficiencias o los abusos que no 
estén específicamente cubiertos por las disposiciones legales existentes”.

Las formas y los marcos de las relaciones laborales, los procesos de producción 
y las tecnologías utilizadas en los lugares de trabajo cambian rápidamente. Por lo 
tanto, es imprescindible que la legislación laboral avance al mismo ritmo que estos 
cambios si se desea evitar consecuencias negativas para el mundo del trabajo como 
resultado de un marco jurídico inadecuado.

En este sentido, gracias a su experiencia y conocimiento directo del lugar 
de trabajo, los inspectores del trabajo están en una posición ideal para poner en 
conocimiento de la autoridad competente las deficiencias o los vacíos que pudieran 
existir en la legislación y en las políticas laborales y para proponer modificaciones o 
actualizaciones normativas con el fin de corregir esas brechas.

Una buena práctica puede consistir en que los inspectores adviertan a sus 
responsables sobre los problemas encontrados en la aplicación de la normativa 
que dificultan su efectivo cumplimiento, para que después las autoridades puedan 
analizar y seleccionar aquellos más relevantes que requieran de atención legislativa 
o reglamentaria. De esta manera, las inspecciones del trabajo pueden cumplir un rol 
central en el proceso de elaboración de nueva legislación laboral, ya que ellas son 
las indicadas para garantizar que esa nueva legislación sea alcanzable y aplicable.
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 Rol de la inspección en el examen de viabilidad o impacto de  
     nuevas normas

En los Países Bajos, la Autoridad Administrativa del Trabajo, responsable de controlar 
el cumplimiento de las normas en el ámbito de las condiciones de trabajo, lleva a cabo 
un “examen de viabilidad” durante el cual verifica el impacto que tendrá una legislación 
nueva o enmendada, en particular en términos de cómo controlar su cumplimiento y en 
qué medida esa nueva legislación puede entrar en conflicto con la legislación existente o 
solaparse con ella. 

En 2018, se establecieron en Brasil los procedimientos para la elaboración y revisión 
de estándares regulatorios relacionados con la salud y seguridad ocupacional y las 
condiciones generales de trabajo. Esto supuso un nuevo procedimiento de elaboración 
o revisión de normas que exigía un análisis o evaluación de impacto regulatorio de estas. 
Actualmente, la Portaría Nº 6.399 del 31 de mayo de 2021 diferencia dos procesos: el 
correspondiente a la elaboración de una nueva norma reglamentaria de SST y el relativo a 
la revisión de una norma reglamentaria, los cuales deben ir acompañados de un análisis de 
impacto regulatorio, según el Decreto Nº 10.411 del 30 de junio de 2020, el cual se iniciará 
después de la evaluación por parte del Ministerio de Trabajo y Empleo sobre la obligación 
o sobre la conveniencia y oportunidad de resolver el problema normativo identificado. 
Los principales elementos de este análisis son: i) cuál es el problema regulatorio que 
se pretende solucionar; ii) cuáles son los objetivos que se pretenden alcanzar; iii) qué 
alternativas serán consideradas para la solución del problema regulatorio; y iv) cuál es la 
mejor alternativa para resolver el problema y por qué.

Este análisis de impacto regulatorio se concluye mediante un informe aprobado por el 
Departamento de Seguridad y Salud en el Trabajo y podrá ir acompañado de una propuesta 
de texto técnico. El equipo técnico de inspectores de trabajo tiene un rol destacado en la 
elaboración de estos análisis de impacto regulatorio, aunque, en ocasiones, dependiendo 
de la materia objeto de regulación, también participan funcionarios de otras instituciones 
relevantes de gobierno (Presidencia, Salud o FUNDACENTRO).

Los convenios de la OIT sobre la inspección del trabajo no excluyen la 
posibilidad de que la legislación o la práctica nacional asigne a los inspectores del 
trabajo otras tareas además de las inherentes a sus funciones principales. Sin 
embargo, en tanto que las funciones principales de la inspección son complejas y 
exigen tiempo, recursos, formación y considerable libertad de acción y movimiento, 
el artículo 3.2 del Convenio núm. 81 y el artículo 6.3 del Convenio núm. 129 señalan 
que “ninguna otra función que se encomiende a los inspectores del trabajo deberá:

	● Entorpecer el cumplimiento efectivo de sus funciones principales.

	● Perjudicar, en manera alguna, la autoridad e imparcialidad que los 
inspectores necesitan en sus relaciones con los empleadores y los 
trabajadores”.
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Entre las funciones adicionales que en ocasiones se les asignan a los 
inspectores del trabajo, una de las tareas más controvertidas es la de resolver 
conflictos laborales colectivos. La Recomendación núm. 81 señala expresamente 
que las funciones de los inspectores no deberían incluir las de conciliador o árbitro 
en los conflictos del trabajo (párrafo 8), si bien la Recomendación núm. 133 prevé, 
que cuando no existan organismos especiales encargados de la conciliación para el 
trabajo agrícola, los inspectores del trabajo en la agricultura podrían ser llamados, 
como medida temporal, a actuar como conciliadores, aunque la autoridad competente 
debería adoptar medidas para descargarles progresivamente de dichas funciones 
y permitirles así dedicar la mayor parte de su tiempo a la inspección propiamente 
dicha de las empresas (párrafos 3.2 y 3.3).

Por su parte, las Directrices señalan:  

	» “Los inspectores del trabajo no dedicarán tiempo a funciones secundarias 
o accesorias en detrimento de aquellas que constituyen la parte esencial 
de su labor. Los Gobiernos no deberían atribuir o conceder a los inspectores 
del trabajo ninguna otra facultad o responsabilidad adicional en materia 
de inspección, relativas a cualquier otro ámbito de reglamentación o 
administración gubernamental, distintas de las previstas en el artículo 3.1 
del Convenio núm. 81 y el artículo 6.1 del Convenio núm. 129” (apartado 
1.2.2). 

	» “Los inspectores del trabajo no deberían participar en los procesos 
formales de conciliación, arbitraje o solución de conflictos individuales, 
dado el posible conflicto entre la función de control de la aplicación 
efectiva de la legislación y la de conciliación, habida cuenta de que 
estas atribuciones no forman parte de las funciones principales de los 
inspectores del trabajo” (apartado 1.2.5).
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 Interpretación de la CEACR sobre el ejercicio de otras funciones

En su Estudio general de 2006, la CEACR evidenció que en la mayoría de las legislaciones 
nacionales se encomienda a los inspectores el desempeño de algunas otras funciones. 
Este es el caso, entre otros, de las atribuciones relativas a la seguridad de los productos 
y al control de los mercados (Alemania, Luxemburgo y Nueva Zelanda), el cálculo de las 
indemnizaciones de despido y la ayuda a los trabajadores en la redacción de cartas de 
dimisión (El Salvador), la formación en el empleo (Francia), impartir charlas a los alumnos 
de las escuelas y los centros de formación (Costa Rica), la vigilancia de los equipamientos 
técnicos y de los productos comercializados (Alemania, Hungría y Suecia), el control de 
los juguetes (Luxemburgo), la expedición del permiso de comercialización de las calderas 
de agua y otros aparatos peligrosos (japón) y la expedición de las licencias obligatorias 
para la utilización de sustancias radioactivas (Países Bajos).

La CEACR señala que entre las funciones suplementarias que a veces se encomiendan 
a los inspectores, una de las más controvertidas es la de la solución de los conflictos 
laborales colectivos. Países como Colombia, Bolivia, Ecuador, El Salvador, Japón, Kenia, 
Mauricio y Venezuela confían a los inspectores funciones de conciliación en los conflictos 
laborales. En algunos países, la conciliación se considera como un aspecto natural de 
la función del inspector, pues se estima que, en razón de su calidad de funcionarios 
públicos allegados a los interlocutores sociales y de sus calidades de independencia e 
imparcialidad, los inspectores están en la mejor situación para comprender los conflictos 
entre los trabajadores y sus empleadores.

En tal sentido, y reconociendo que los convenios no excluyen que, de acuerdo con la 
legislación o la práctica nacionales se puedan encomendar a los inspectores del trabajo 
otras tareas promocionales, además de las que constituyen sus funciones principales, la 
CEARC ha expresado su preocupación por las dificultades que, en la práctica, enfrentan 
los servicios de inspección para desempeñar todas las funciones de que están legalmente 
encargados en los sectores de actividad en que deben ejercer su control. Es por ello que 
la CEACR ha insistido en que las funciones asignadas por los convenios a la inspección del 
trabajo concurren a un único y mismo objetivo: la aplicación y la mejora de la legislación 
relativa a las condiciones de trabajo y a la protección de los trabajadores en el ejercicio 
de su profesión. Únicamente deberá confiarse una misión adicional a los inspectores del 
trabajo siempre que no pueda entorpecer el ejercicio de sus funciones principales y la 
imparcialidad necesaria.

Por último, cabe destacar que la inspección del trabajo juega en cualquier país 
una función social muy importante. Como señalábamos, tiene la responsabilidad 
de promover y asegurar que la legislación laboral sea aplicada de manera efectiva 
en los lugares de trabajo. Esta función busca lograr primordialmente una protección 
en el trabajo de las personas trabajadoras, así como unas relaciones de trabajo 
armoniosas en un ambiente productivo que contribuya a un desarrollo económico y 
social equilibrado y sostenible.
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Dicho de manera general, los inspectores del trabajo juegan un papel para 
corregir la diferencia de poder entre los empleadores y los trabajadores, diferencia 
que podría obstaculizar la adopción de acuerdos equitativos en las condiciones 
laborales.

En síntesis, los inspectores no solo deben realizar inspecciones para verificar 
si las condiciones laborales cumplen o no con la legislación laboral vigente, sino que 
también deben desarrollar un sentido de compromiso social, en términos de lo que 
es justo o injusto, de modo de convertirse así en vectores de cambio para la mejora 
de la legislación laboral y de las condiciones de trabajo.

Los tomadores de decisiones y el público deben ser sensibles y apoyar este rol 
fundamental. Las autoridades de la inspección y los propios inspectores de trabajo 
también deben estar comprometidos con este papel y eso debe reflejarse en sus 
actitudes, comportamientos y desempeño. Ser capaz de desarrollar estas actitudes 
y comportamiento es requisito sine qua non para la profesión de inspector laboral. 

Finalmente, las decisiones de las autoridades de gobierno en relación con los 
poderes, el estatus y los recursos humanos y materiales asignados a la inspección 
del trabajo deben ser consistentes con la importancia de sus funciones y con las 
obligaciones que el país tiene con el marco internacional.

 3.3. Recursos humanos
 

Las condiciones de servicio que atañen a los inspectores del trabajo tienen 
mucha relevancia en cuanto a la calidad general de su desempeño. De acuerdo con 
los convenios de la OIT, los inspectores del trabajo deberán:

	● Ser “funcionarios públicos cuya situación jurídica y cuyas condiciones 
de servicio les garanticen la estabilidad en su empleo y los independicen 
de los cambios de gobierno y de cualquier influencia exterior indebida” 
(artículo 6 del Convenio núm. 81 y artículo 8 del Convenio núm. 129). 

Conforme a lo anterior, el modelo de inspección laboral de los convenios de 
la OIT es un modelo de función pública. Las Directrices recuerdan que “la 
inspección del trabajo constituye una función pública y, por consiguiente, 
los inspectores del trabajo deberían ser funcionarios públicos” (apartado 
4.1.1).
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Además, para que los inspectores del trabajo puedan desempeñar su 
mandato con imparcialidad e independencia se les debe proteger de los 
cambios de gobierno y de cualquier influencia exterior indebida, lo cual 
solo se podrá garantizar la necesaria estabilidad en el empleo, la cual 
no podrá depender de consideraciones políticas, como los cambios de 
administración. 

Ello sin perjuicio del establecimiento de un periodo de prueba antes de su 
nombramiento permanente o de su desafección por motivos disciplinarios, 
previo debido proceso que garantice el derecho de defensa y de recurso 
(Vega Ruiz, 2012). 

Como ha señalado en reiteradas ocasiones la CEARC, los inspectores 
no podrán obrar con total independencia si su continuidad en el servicio 
o sus perspectivas de carrera dependen de consideraciones políticas. 
La tendencia general es que los inspectores ocupen puestos de planta 
permanente.

La no politización y la independencia de los inspectores del trabajo 
consisten en garantizar la autonomía técnica y funcional en la toma 
de decisiones. Esta independencia y autonomía son perfectamente 
compatibles con la observancia y el respeto a las instrucciones, criterios 
técnicos, circulares o procedimientos operativos estandarizados emitidos 
por los responsables de la inspección y dirigidos a garantizar un control 
del cumplimiento de la legislación armonizado y coherente (apartado 
4.1.17 de las Directrices). 

La remuneración de los inspectores del trabajo debería ser proporcional 
a sus responsabilidades y coincidir con la de otros funcionarios de nivel 
comparable en el mismo país. Una remuneración insuficiente podría 
dificultar la captación de personas altamente calificadas, generar una 
alta rotación del personal y llevar a los inspectores a buscar otras fuentes 
de ingresos, menoscabando su imparcialidad y poniendo en riesgo su 
comportamiento ético.  

Los convenios también exigen el reembolso a los inspectores de “todo 
gasto imprevisto y cualquier gasto de transporte que pudiere ser 
necesario para el desempeño de sus funciones”. Cuando el servicio de 
inspección del trabajo no ponga vehículos oficiales a disposición de los 
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inspectores y estos deban utilizar su propio vehículo u otros medios de 
transporte, deberían contemplarse asignaciones para estos gastos.

Otro aspecto vinculado a las condiciones de servicio de los inspectores 
es la posibilidad de carrera profesional. Las Directrices advierten que 
unas perspectivas profesionales atractivas son clave retener a los 
inspectores del trabajo y mejorar su productividad. La carrera profesional 
debiera permitir a los inspectores tener la oportunidad de desempeñar 
un puesto de dirección en algún momento de su vida laboral, ya sea 
mediante concursos internos o considerando los méritos y la antigüedad. 
La movilidad horizontal, geográfica y funcional también pueden tener un 
efecto positivo en el desempeño de los inspectores (apartados 4.1.11 y 
siguientes).

En definitiva, es indispensable que las condiciones de servicio sean tales que 
permitan atraer a un personal altamente calificado, retenerlo y protegerlo 
frente a toda influencia indebida. A juicio de la CEACR, “estas aptitudes 
comprenderán, como para todas las demás profesiones, las competencias 
técnicas establecidas, además de las cualidades humanas y psicológicas 
necesarias para hacer frente, con un equilibrio adecuado entre la firmeza 
y la flexibilidad, a una gran variedad de situaciones y de interlocutores”. 
La Comisión considera que “la autoridad nacional competente debería 
velar por que los inspectores del trabajo fueran tratados con todas las 
consideraciones que merecen las responsabilidades que asumen a diario 
y la función social que desempeñan” debiendo “poder aspirar con toda 
legitimidad a perspectivas de carrera correspondientes a su antigüedad, 
su esmero y su dedicación a su trabajo, y todo incumplimiento profesional 
debería ser sancionado según su gravedad, de conformidad con las 
reglas del procedimiento contradictorio, sin que puedan ser víctimas de 
decisiones arbitrarias” (CEACR, 2006). 

	● Los inspectores del trabajo “serán contratados tomándose únicamente en 
cuenta las aptitudes del candidato para el desempeño de sus funciones” 
y “la autoridad competente determinará la forma de comprobar esas 
aptitudes” (artículo 7.1 y 7.2 del Convenio núm. 81 y artículo 9.1 y 9.2. del 
Convenio núm. 129). 

Se trata así de asegurar sistemas de selección del personal que garanticen 
la excelencia de los que prestan el servicio. La eficacia de un sistema de 
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inspección del trabajo dependerá en gran parte de los esfuerzos que 
realicen las autoridades para atraer y mantener a un personal suficiente, 
cualificado y motivado. 

Por ello, las Directrices insisten en su sección 4.2. en la necesidad 
de que el proceso de contratación de los inspectores se base en los 
principios de “transparencia, igualdad, mérito y aptitud”, debiendo ser el 
mismo aplicable al conjunto de la administración pública, con la debida 
adecuación a las funciones específicas del puesto.

Respecto a la calificación académica apropiada para ser inspector del 
trabajo, ello dependerá, en gran medida, del mandato del servicio de 
inspección, del puesto vacante y de las políticas generales para el acceso 
a la función pública. Cuando lo permitan las circunstancias nacionales, el 
grado de instrucción mínimo exigido debería ser un título universitario 
básico o avanzado, o un nivel de competencias equivalentes, según lo 
definido en la legislación nacional.

 Requisitos académicos de entrada en algunas inspecciones del  
     trabajo

La Decisión del MERCOSUR Nº 33/06 sobre requisitos mínimos de perfil del inspector del 
trabajo establece que en las inspecciones de los países miembros el ingreso se realizará a 
través de un concurso público en el que los candidatos deberán contar (a partir de 2010) 
con un nivel de educación terciaria o universitaria. 23

En el caso de Brasil, para poder participar en el concurso público para ocupar vacantes 
del cargo de auditor fiscal del trabajo, se exige la posesión de un diploma de conclusión de 
nivel superior en cualquier área de formación, emitido por una institución de educación 
superior reconocida por el Ministerio de Educación y debidamente registrado. 

Los inspectores de España deben estar en posesión (o en condiciones de obtener) del 
título de doctor, licenciado, ingeniero, arquitecto o grado antes de la finalización del plazo 
de presentación de solicitudes. 

Para participar en el concurso público de méritos para ingresar al puesto de inspector 
auxiliar de Perú se requiere un título profesional universitario.

23. http://www.sice.oas.org/trade/mrcsrs/decisions/dec3306s.pdf 

http://www.sice.oas.org/trade/mrcsrs/decisions/dec3306s.pdf
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	● “Las mujeres y los hombres serán igualmente elegibles para formar 
parte del personal de inspección, y, cuando fuere necesario, se asignarán 
funciones especiales a los inspectores y a las inspectoras, respectivamente” 
(artículo 8 del Convenio núm. 81 y artículo 10 del Convenio núm. 129). 

La igualdad de género es, por tanto, un lineamiento esencial en la selección 
de inspectores. En cuanto a la asignación de funciones especiales, 
cabe señalar que, en las inspecciones más desarrolladas, inspectores e 
inspectoras desempeñan las mismas tareas en igualdad de condiciones. 

Las Directrices se refieren a “políticas adecuadas de recursos humanos 
a fin de alentar la mayor diversidad, incluida la diversidad de género, 
del personal de inspección del trabajo”, mencionando la posibilidad de 
establecer “medidas de discriminación positiva o acciones afirmativas 
para los candidatos que pertenecen a grupos subrepresentados, en 
consonancia con las políticas y procedimientos gubernamentales 
generales sobre el acceso a un empleo en la administración pública” 
(apartados 4.1.15 y 4.2.9). 

	● Los inspectores del trabajo deberán recibir “formación adecuada para el 
desempeño de sus funciones” (artículo 7.3 del Convenio núm. 81 y artículo 
9.3 del Convenio núm. 129). 

En ese sentido, las Directrices recomiendan en su sección 4.4 la 
elaboración de “una política y un programa de formación basados en un 
análisis previo de las necesidades formativas, con la ulterior formulación 
de un plan de formación”, así como el “acceso a centros de formación de 
calidad, tales como su propia escuela nacional o mediante la colaboración 
estructural con universidades y/o instituciones especializadas”. 

Conforme a las Directrices, podemos distinguir varios niveles de 
formación:

	● Formación inicial, una duración mínima acorde al alto nivel de 
conocimientos técnicos y normativos que deben poseer los 
inspectores del trabajo, y la que deberá contar con: 

i)	 un componente teórico que abarque las funciones, facultades 
y obligaciones de los inspectores; los conocimientos sobre el 
marco técnico y normativo que forma parte del mandato del 
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servicio de inspección del trabajo; los cambios en el mercado 
de trabajo, incluidas las tendencias y categorías emergentes 
de trabajadores; los procedimientos operativos estándar; la 
redacción de informes; las medidas y el procedimiento de control 
del cumplimiento y de sanción; las técnicas de entrevista, y la 
gestión de conflictos y del estrés.

ii)	 un componente práctico, que incluya visitas a establecimientos 
de diferentes sectores mediante un sistema de mentoría con un 
inspector más experimentado. 

	● Formación periódica, sobre los aspectos sustantivos de la legislación 
laboral y los requisitos cuyo cumplimiento están encargados de 
vigilar, sobre el alcance de sus facultades y responsabilidades 
legales, sobre las tecnologías y el mantenimiento de registros, sobre 
cómo tratar y comunicarse con los empleadores y los trabajadores, 
y sobre los requisitos relativos a la independencia, la integridad, la 
actitud positiva para la solución de problemas y la manera de evitar 
la corrupción o los sobornos.

La participación en actividades de formación deberá considerarse cuando 
exista un sistema de gestión del desempeño de los inspectores.
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 Algunas experiencias internacionales en materia de formación  
    de inspectores del trabajo

La Decisión del MERCOSUR Nº 33/06 sobre requisitos mínimos de perfil del inspector 
del trabajo menciona el establecimiento de un plan de formación para el efectivo 
cumplimiento de las tareas de los inspectores, que deberá incluir tanto formación inicial 
como periódica.

Así, con apoyo de la OIT, en Argentina, Paraguay y Uruguay se han desarrollado planes 
nacionales de formación para inspectores, basados en el Plan Curricular “Desarrollo de 
sistemas de inspección de trabajo modernos y eficaces” desarrollado por LABADMIN/
OSH y el Centro Internacional de Formación de la OIT, si bien adaptados al contexto y a las 
necesidades específicas de cada país. Los planes contemplan módulos temáticos sobre un 
amplio abanico de materias, básicas y especializadas, requeridas por los inspectores para 
el cumplimiento de sus funciones: desde los principios de la inspección del trabajo, hasta 
contenidos técnicos y jurídicos referidos a distintos aspectos del ámbito de actuación 
de los inspectores, incluidos de seguridad y salud, así como el desarrollo de habilidades 
interpersonales. En algún caso, también contemplan formación de los mandos superiores 
de los servicios de inspección en contenidos como la formulación de políticas y planes 
inspectivos o el impulso de mecanismos tripartitos de consulta. 

Además, algunos países, como Brasil, Chile y España, cuentan con Escuelas de Formación 
para los inspectores del trabajo.

	● Se deberá garantizar la “colaboración de peritos y técnicos debidamente 
calificados, entre los que figurarán especialistas en medicina, ingeniería, 
electricidad y química, en el servicio de inspección, de acuerdo con los 
métodos que se consideren más apropiados a las condiciones nacionales, 
a fin de velar por el cumplimiento de las disposiciones legales relativas a 
la protección de la salud y seguridad de los trabajadores en el ejercicio de 
su profesión, e investigar los efectos de los procedimientos empleados, 
de los materiales utilizados y de los métodos de trabajo en la salud y 
seguridad de los trabajadores” (artículo 9 del Convenio núm. 81 y artículo 
11 del Convenio núm. 129). 

Las Directrices recomiendan que “dichos expertos, incluidos psicólogos 
laborales, higienistas industriales, expertos en ergonomía y otros 
especialistas, sean contratados como personal del servicio de inspección 
del trabajo”, aunque también plantean que los servicios de inspección del 
trabajo establezcan “políticas, protocolos y acuerdos de cooperación para 
tener acceso a conocimientos independientes externos a la inspección 
del trabajo”.
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Por su parte, el Convenio núm. 129 prevé que, de acuerdo con la 
legislación o a la práctica nacional, los países pueden incluir en su sistema 
de inspección del trabajo en la agricultura a “agentes o representantes 
de las organizaciones profesionales, cuya acción completaría la de los 
funcionarios públicos” y los cuales también “deberán gozar de garantías 
de estabilidad en sus funciones y estar a cubierto de toda influencia 
externa indebida” (artículo 8.2 d).

Otro asunto importante en relación con los recursos humanos al servicio 
de la inspección del trabajo es el número de funcionarios de la inspección 
del trabajo, motivo frecuente de preocupación para las administraciones 
laborales. Al respecto, los convenios señalan, por una parte, que “los 
establecimientos se deberán inspeccionar con la frecuencia y el esmero 
que sean necesarios para garantizar la efectiva aplicación de las 
disposiciones legales pertinentes” (artículo 16 del Convenio núm. 81 y 
artículo 21 del Convenio núm. 129). Y para que esto sea posible, añaden que 
“el número de inspectores del trabajo será el suficiente para garantizar 
el desempeño efectivo de las funciones del servicio de inspección, y se 
determinará teniendo en cuenta:

a)	 la importancia de las funciones que tengan que desempeñar los 
inspectores, particularmente: 

ii)	 el número, naturaleza, importancia y situación de los 
establecimientos sujetos a inspección;

iii)	 el número y las categorías de trabajadores empleados en tales 
establecimientos; 

iv)	 el número y complejidad de las disposiciones legales por cuya 
aplicación deba velarse;

b) los medios materiales puestos a disposición de los inspectores; y

c) las condiciones prácticas en que deberán realizarse las visitas de 
inspección para que sean eficaces (artículo 10 del Convenio núm. 81 y 
artículo 14 del Convenio núm. 129).  

Estas indicaciones tratan de ayudar a las autoridades de inspección a 
organizar sus planteles de inspectores. 
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Las Directrices zanjan posibles estimaciones matemáticas al señalar 
que “una ratio basada exclusivamente en el número de inspectores por 
miles de trabajadores no toma en consideración todos los elementos 
identificados por el artículo 10 del Convenio núm. 81 y no debería utilizarse 
como punto de referencia”.

	● Durante las inspecciones, los inspectores del trabajo pueden estar 
potencialmente expuestos a diferentes riesgos, en función de la 
naturaleza de la actividad que inspeccionan, incluidos riesgos de carácter 
físico, químico, o biológico, así como riesgos de violencia física y/o verbal 
o amenazas. En este sentido, las Directrices recomiendan la elaboración 
de evaluaciones de riesgos en cada servicio de inspección y la adopción de 
“protecciones legales adecuadas y efectivas para los inspectores contra 
la violencia, el acoso o la intimidación durante la ejecución de su labor”, 
en consonancia con el Convenio núm. 190 sobre la violencia y el acoso en 
el mundo del trabajo, incluyendo la colaboración efectiva de las fuerzas 
policiales y asistencia jurídica en tales circunstancias.

 3.4. Facultades de los inspectores
 

De acuerdo con el artículo 12 del Convenio núm. 81 y el artículo 16 de Convenio 
núm. 129, los inspectores del trabajo que acrediten debidamente su identidad 
estarán autorizados a:

	● Entrar libremente y sin previa notificación, a cualquier hora del día o de 
la noche, en todo establecimiento sujeto a inspección;

	● Entrar de día en cualquier lugar, cuando tengan un motivo razonable 
para suponer que el lugar está sujeto a inspección; 

Estas dos facultades pretenden garantizar que los inspectores puedan 
efectuar controles en todo momento oportuno, sin previa notificación, y 
con la libertad necesaria para asegurar la mayor eficacia procurando no 
interferir inútilmente en los trabajos que se están realizando.

La única limitación de esta facultad de libre acceso estaría constituida 
por la inviolabilidad del domicilio particular y la necesidad de observar 
un estricto respeto a la privacidad. En este sentido, el artículo 16.2 del 
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Convenio núm. 129 prescribe que “sólo podrán entrar en el domicilio 
privado del productor de una empresa agrícola con el consentimiento 
de éste o con una autorización especial concedida por la autoridad 
competente”. 

Es importante señalar que los convenios consagran el principio general 
de las visitas sin previa notificación. Las visitas sin previa notificación 
impiden en gran medida posibles maniobras tendentes a disimular una 
infracción, modificaciones de las condiciones habituales de trabajo con 
esta intención, alejar a un testigo o hacer imposible el control. 

Con relación a la franja horaria de los controles, ambos convenios 
disponen que los inspectores deberán estar autorizados para entrar a 
cualquier hora del día o de la noche en los establecimientos formalmente 
sujetos a su control, y solamente de día en cualquier lugar cuando tengan 
un motivo razonable para suponer que está sujeto a inspección. Sin 
embargo, la CEARC ha observado restricciones en ciertos países que 
afectan al horario de control autorizado, de manera que los inspectores 
sólo pueden entrar en un establecimiento sujeto a inspección durante las 
horas de trabajo mientras que, en otros, el período autorizado se define 
como “razonable”, aunque no se precisa el sentido de esta palabra, o que 
no pueden entrar en los lugares de trabajo de noche, excepto cuando 
están funcionando.

Los convenios añaden que “al efectuar una visita de inspección, el inspector 
deberá notificar su presencia al empleador o a su representante, a 
menos que considere que dicha notificación pueda perjudicar el éxito 
de sus funciones” (artículo 12.2 del Convenio núm. 81 y artículo 16.3 del 
Convenio núm. 129). Contrariamente a lo que prevén los instrumentos, la 
CEARC ha señalado que en algunos países las visitas de inspección deben 
anunciarse con antelación a los empleadores, de modo que sólo pueden 
efectuarse con su acuerdo y en su presencia. 

En el cumplimiento de sus funciones, y particularmente en el momento 
del acceso al lugar de trabajo, los inspectores pueden tener que hacer 
frente a la oposición del empleador o de su representante. A este 
respecto, el artículo 18 del Convenio núm. 81 y el artículo 24 del Convenio 
núm. 129 prevén que “la legislación nacional deberá prescribir sanciones 
adecuadas, que habrán de ser efectivamente aplicadas en los casos 
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(…) en que se obstruya (obstaculice) a los inspectores del trabajo en el 
desempeño de sus funciones”.

Sobre ciertas limitaciones a la facultad de libre acceso de los inspectores 
observadas en algunos países, tales como la exigencia de una autorización 
u orden de inspección expedida por la autoridad o la limitación del número 
de visitas de inspección que pueden realizarse a la misma empresa o 
centro de trabajo en un periodo de tiempo determinado, en su Estudio 
general de 2006 la CEARC señaló que “lo único que pueden conseguir las 
diversas restricciones impuestas por la legislación o la práctica al derecho 
de entrada de los inspectores en los lugares de trabajo es dificultar el 
logro de los objetivos que los instrumentos asignan a la inspección del 
trabajo. Así pues, la Comisión lamenta observar que estas restricciones 
no son conformes con los convenios e insta a los gobiernos de los países 
interesados a que adopten las medidas necesarias para suprimir estas 
restricciones en la legislación y en la práctica”.

En ese sentido, las Directrices reiteran que “los servicios de inspección del 
trabajo no deberían limitar el ámbito de aplicación legal de las inspecciones 
a determinados ámbitos o a listas de control preestablecidas. Tampoco 
deberían imponer límites estrictos para el tiempo máximo de duración 
de las inspecciones. En la medida en que ello no afecte a la eficacia de las 
actuaciones inspectoras, la visita de inspección debería no interferir en el 
normal funcionamiento de la actividad productiva (apartado 5.2.4).
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 Actuaciones inspectivas por propia iniciativa del inspector

En relación a la facultad de libre acceso del inspector sin necesidad de notificación previa 
a los establecimientos objeto de inspección, muchas legislaciones contemplan el inicio del 
procedimiento inspectivo por iniciativa propia del inspector, que tiene plena competencia 
legal en determinadas circunstancias. 

Tal es el caso de España, al establecerse la facultad de actuación de oficio, ya sea por orden 
superior o a petición razonada de otros órganos, o por propia iniciativa del inspector.

Aunque la legislación de Perú señala que, en principio que toda actuación inspectiva 
requiere de una orden escrita previa, la iniciativa del inspector del trabajo es una de 
las formas de impulsar el procedimiento cuando en las actuaciones que se sigan en 
cumplimiento de una orden de inspección conozcan hechos que guarden relación 
con la orden recibida, o puedan ser contrarios al ordenamiento jurídico vigente. Es 
decir, solamente cuando en el marco de una actuación planificada se detectara alguna 
irregularidad.

Por su parte, el procedimiento inspectivo de Uruguay admite la actuación por iniciativa 
propia del inspector cuando durante el transcurso de una actuación detectara la 
presencia de trabajadores pertenecientes a empresas subcontratistas, o cuando tuviera 
conocimiento de hechos o circunstancias sobre los que tuviera que actuar de urgencia en 
el marco de las normas cuyo control le compete.

Aunque los convenios consagran el principio general de que los 
inspectores deberían consagrar la mayor parte de su tiempo a la visita 
de los lugares de trabajo, las Directrices admiten que “cuando resulte 
apropiado, el uso de las tecnologías podría permitir realizar inspecciones 
sin visitar físicamente el establecimiento. Este pudiera ser el caso cuando 
el objetivo de la inspección fuera, por ejemplo, comprobar documentos, 
recabar testimonios de testigos o confirmar la reparación de instalaciones 
físicas (pruebas fotográficas)” (apartado 5.2.3).

	● Proceder a realizar cualquier prueba, investigación o examen que 
consideren necesarios para cerciorarse de que las disposiciones legales 
se observan estrictamente. En particular:

i)	 interrogar, solos o ante testigos, al empleador o al personal de 
la empresa sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de las 
disposiciones legales;

ii)	 exigir la presentación de libros, registros u otros documentos que la 
legislación nacional sobre las condiciones de trabajo ordene llevar, 
a fin de comprobar que obran en conformidad con las disposiciones 
legales, y para obtener copias o extractos de los mismos;
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iii)	 requerir la colocación de los avisos que exijan las disposiciones 
legales;

iv)	 tomar o sacar muestras de sustancias y materiales utilizados o 
manipulados en el establecimiento, con el propósito de analizarlos, 
siempre que se notifique al empleador o a su representante que 
las sustancias o los materiales han sido tomados o sacados con ese 
propósito.

	● Junto a las mencionadas facultades de vigilancia, los convenios también 
reconocen otras facultades que podríamos llamar de intervención. En este 
sentido, reconocen la facultad de los inspectores para “tomar medidas 
a fin de que se eliminen los defectos observados en la instalación, en 
el montaje o en los métodos de trabajo que, según ellos, constituyan 
razonablemente un peligro para la salud o seguridad de los trabajadores” 
(artículo 13.1 del Convenio núm. 81 y artículo 18.1 del Convenio núm. 129).

	● Para que puedan adoptar dichas medidas, el artículo 13.2 del Convenio 
núm. 81 y el artículo 18.2 del Convenio núm. 12 añaden que los inspectores 
del trabajo estarán facultados, bajo reserva de cualquier recurso judicial 
o administrativo que pueda prescribir la legislación nacional, a “ordenar 
o hacer ordenar: 

i)	 las modificaciones, dentro de un plazo determinado, que sean 
necesarias en la planta, locales, herramientas, equipo o maquinaria 
para asegurar el cumplimiento de las disposiciones legales relativas 
a la salud o seguridad; o 

ii)	 la adopción de medidas de aplicación inmediata, en caso de peligro 
inminente para la salud o seguridad de los trabajadores. 

Si el procedimiento anterior no fuera compatible con la práctica 
administrativa o judicial del Miembro, los inspectores podrán dirigirse a 
la autoridad competente para que ésta ordene lo que haya que hacer o 
adopte medidas de aplicación inmediata” (artículo 13.3 del Convenio núm. 
81 y artículo 18.3 del Convenio núm. 129).

En el caso de la inspección en la agricultura, los defectos comprobados 
por el inspector durante la visita a una empresa y las medidas ordenadas 
o solicitadas, “deberán ser puestos inmediatamente en conocimiento del 
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empleador y de los representantes de los trabajadores” (artículo 19.2 del 
Convenio núm. 129). 

Cabe recordar que los convenios otorgan al inspector una facultad 
discrecional para decidir en cada caso si conviene realizar una advertencia 
o bien iniciar o recomendar la apertura de un procedimiento sancionador 
(artículo 17 del Convenio núm. 81 y artículo 22.2 del Convenio núm. 129). 

En ese sentido, las Directrices señalan que “los inspectores del trabajo 
deberían tener la capacidad de discernimiento necesaria para distinguir 
entre el incumplimiento intencional grave o repetido, la negligencia 
culposa o la mala voluntad flagrante, que deben ser sancionados, y el 
incumplimiento involuntario o leve o los errores o la comprensión errónea 
de las obligaciones aplicables, que pueden ser objeto de una primera 
simple advertencia o una orden” (apartado 6.3.2.)

Esta libertad de decisión supone para el personal de inspección una 
facultad de enjuiciamiento que le permite distinguir entre la infracción 
intencional grave o repetida, la negligencia culposa o la mala voluntad 
flagrante, que deben ser sancionadas, y la infracción involuntaria o leve, 
que puede ser objeto de una simple advertencia (CEACR, 2006). 

Esta facultad discrecional no es incompatible con la observancia y el 
respeto a las instrucciones, criterios técnicos, circulares o procedimientos 
operativos estandarizados emitidos por los responsables de la inspección 
y dirigidos a garantizar un control del cumplimiento de la legislación 
armonizado y coherente (apartado 4.1.17 de las Directrices).

 3.5. Obligaciones de los inspectores

Además de las amplias facultades conferidas a los inspectores del trabajo, y 
por la necesidad de mantener su independencia e imparcialidad y de asegurar que 
gocen de la confianza de los empleadores y de los trabajadores, el artículo 15 del 
Convenio núm. 81 y el artículo 20 del Convenio núm. 129 les exigen respetar las 
siguientes obligaciones:

	● Ausencia de intereses: Se prohíbe a los inspectores tener “cualquier 
interés, directo o indirecto, en las empresas que estén bajo su vigilancia”. 
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Algunos países incluyen la prohibición de participar en la gestión de 
empresas, de adquirir acciones o intereses financieros, o tener un 
interés en la patente de una marca registrada. La obligación se extiende 
a no aceptar regalos o servicios por parte de los empleadores o los 
trabajadores. Muchos sistemas de inspección han adoptado medidas 
concretas para velar por el cumplimiento de esta prohibición, como son la 
obligación de los inspectores de efectuar una declaración de intereses al 
momento de su nombramiento y la imposición de sanciones disciplinarias 
en caso de incumplimiento, que incluyen la revocación del nombramiento 
y la apertura de procesos penales.

Es conveniente comprender que la expresión “cualquier interés directo 
o indirecto” designa también todo interés personal del inspector de 
naturaleza psicológica, afectiva, política o de otra índole, que podría 
percibirse razonablemente como susceptible de comprometer la 
probidad de sus actos profesionales respecto de ciertas empresas. Por 
consiguiente, la noción de interés debería definirse en la legislación 
nacional a fin de prevenir no sólo las situaciones evidentes de conflicto de 
intereses ya mencionadas sino también para permitir la identificación de 
cualquier otra situación que podría razonablemente ser percibida como

capaz de influir indebidamente en el cumplimiento de las funciones del 
inspector (CEACR, 2006).

	● Secreto profesional: Señalan los convenios que “los inspectores del 
trabajo estarán obligados, bajo pena de sufrir sanciones o medidas 
disciplinarias apropiadas, a no revelar, después de haber dejado el 
servicio, los secretos comerciales o de fabricación o los métodos de 
producción de que puedan haber tenido conocimiento en el desempeño 
de sus funciones”. Para hacer valer esta obligación, algunas legislaciones 
nacionales aplican a las violaciones del secreto profesional las sanciones 
disciplinarias vigentes en general en la función pública, sin perjuicio de 
otros procesos civiles o penales.

Las excepciones a las obligaciones de sigilo profesional previstas en 
algunas legislaciones nacionales contemplan esencialmente los casos 
en que la comunicación de las informaciones a una autoridad policial o 
judicial es necesaria, por ejemplo, para sancionar una infracción (CEACR, 
2006). 
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	● Confidencialidad: “Los inspectores del trabajo deberán considerar 
absolutamente confidencial el origen de cualquier queja que les dé 
a conocer un defecto o una infracción de las disposiciones legales, y 
no manifestarán al empleador o a su representante que la visita de 
inspección se ha efectuado por haber recibido dicha queja”. Es importante 
considerar que, si no se respeta esta obligación de confidencialidad, los 
trabajadores estarán poco dispuestos a denunciar los incumplimientos 
laborales por temor a las posibles represalias de los empleadores y 
muchas infracciones laborales podrían quedar ocultas para el sistema de 
inspección del trabajo.

Las Directrices extienden la obligación de confidencialidad al conjunto 
del personal de servicio de la inspección del trabajo (apartado 4.5.4).

No obstante, esta prohibición encuentra sus limitaciones en determinadas 
situaciones donde la investigación de los casos individuales conduce 
necesariamente a revelar la identidad del denunciante. En esos casos 
se admite que la necesidad de intervenir eficazmente para proteger a la 
víctima debe prevalecer sobre el respeto de la confidencialidad (CEACR, 
2006). 

Además de la confidencialidad respecto al origen de las denuncias, 
recordemos que la facultad de los inspectores de “interrogar, solos o ante 
testigos, al empleador o al personal de la empresa sobre cualquier asunto 
relativo a la aplicación de las disposiciones legales” (artículo 12.1.c) inciso 
i) del Convenio núm. 81 y artículo 16.1.c) inciso i) del Convenio núm. 129) y a 
“a cualquier otra persona que allí se encuentre (artículo 16.1.c) inciso i) del 
Convenio núm. 129) tiene por finalidad garantizar que las declaraciones 
sean todo lo espontáneas y fiables que sea posible, para lo cual el 
inspector podrá decidir si juzga oportuno proceder a los interrogatorios 
de manera confidencial cuando la materia lo exija. De esta forma, se podrá 
evitar poner inútilmente en evidencia al empleador o a su representante 
ante los trabajadores o, a la inversa, exponer a los trabajadores a posibles 
represalias (CEACR, 2006).  
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 3.6. Recursos materiales
 

El desempeño eficaz de las funciones de la inspección del trabajo requiere 
que el personal al servicio de la inspección disponga de los recursos necesarios 
para cumplir esas funciones y para que su papel y la importancia de su misión sean 
debidamente reconocidos. A este respecto, el artículo 11 del Convenio núm. 81 y el 
artículo 15 del Convenio núm. 129 contemplan que “la autoridad competente deberá 
adoptar las medidas necesarias para proporcionar a los inspectores del trabajo:

a)	 oficinas locales debidamente equipadas, habida cuenta de las necesidades 
del servicio, y accesibles a todas las personas interesadas;

a)	 los medios de transporte necesarios para el desempeño de sus funciones, 
en caso de que no existan medios públicos apropiados.”

Además, “la autoridad competente deberá adoptar las medidas necesarias 
para reembolsar a los inspectores del trabajo todo gasto imprevisto y cualquier 
gasto de transporte que pudiere ser necesario para el desempeño de sus funciones”.

El Convenio núm. 129 añade que las oficinas de inspección sean accesibles, 
en la medida de lo posible, a todas las personas interesadas deberán estar situadas 
en lugares que se elijan teniendo en cuenta la situación geográfica de las empresas 
agrícolas y las vías de comunicación que existan.

En la práctica, la falta de medios de transporte suficientes para el 
desplazamiento de los inspectores a los centros y lugares de trabajo suele ser uno de 
los mayores desafíos a enfrentar, dado que ello puede impedir o dificultar el acceso a 
zonas remotas, a diferencia de lo que ocurre en los núcleos urbanos, donde podrían 
disponer de transporte público.

En relación con la práctica observada en algunos países de recurrir a los 
empleadores para conseguir ayuda con el fin de desplazarse a los lugares de trabajo, 
la CEACR ha señalado que “ello podría ir en detrimento de la autoridad e imparcialidad 
indispensables en las relaciones de los inspectores con los empleadores y los 
trabajadores, creando un riesgo de dependencia respecto de los empleadores”, 
tomando nota con interés de aquellos países que han prohibido expresamente 
recurrir a la ayuda de los empleadores (CEACR, 2004). 
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Por otro lado, el concepto de qué deba ser una oficina debidamente equipada 
ha variado sustancialmente. Se pasó de un equipamiento muy primitivo en las 
primeras inspecciones a la adquisición y uso generalizado de nuevas tecnologías en 
el trabajo diario de la inspección.

En su informe de 2024, la CEACR ha instado a todos los gobiernos a garantizar 
que se asignen recursos humanos y financieros y medios materiales adecuados a los 
sistemas de inspección del trabajo, incluso en tiempos de crisis.

 3.7. Sanciones

La credibilidad de todo servicio de inspección depende, en gran medida, no 
sólo de su capacidad para asesorar a los empleadores y a los trabajadores sobre la 
mejor forma de aplicar las disposiciones legales cuyo cumplimiento le corresponde 
controlar, sino también de la existencia y utilización efectiva de un sistema de sanción 
que sea lo suficientemente disuasivo. Para la inspección del trabajo, las funciones de 
control y de asesoramiento son, en la práctica, indisociables. 

De esta manera, el artículo 18 del Convenio núm. 81 y el artículo 24 del Convenio 
núm. 129 establecen que “la legislación nacional deberá prescribir sanciones 
adecuadas, que habrán de ser efectivamente aplicadas en los casos de violación de 
las disposiciones legales por cuyo cumplimiento velen los inspectores del trabajo, y 
en aquellos en que se obstruya a los inspectores del trabajo en el desempeño de sus 
funciones”. 

A mayor abundamiento, el artículo 17. 1 del Convenio núm. 81 y el artículo 22.1 
del Convenio núm. 129 añaden que “las personas que violen las disposiciones legales 
o muestren negligencia en la observancia de las mismas deberán ser sometidas 
inmediatamente, sin aviso previo, a un procedimiento judicial o administrativo” 
y el artículo 23 del Convenio núm. 129 precisa que “si los inspectores del trabajo 
en la agricultura no pueden ellos mismos iniciar el procedimiento, deberán estar 
facultados para transmitir directamente a la autoridad competente los informes 
sobre violación de las disposiciones legales”.

Por su parte, las Directrices dedican su sección 6.3. a las sanciones, recordando 
que “las sanciones deberían ser suficientemente disuasorias y aplicarse rápidamente 
(…)”, que “para que las sanciones sean creíbles, deberían ser proporcionales a la 
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gravedad y la naturaleza de la infracción, las características de su autor, el posible 
riesgo o el daño causado”. En ese sentido, en algunos países la determinación de 
la cuantía de las multas depende de criterios agravantes o atenuantes tales como 
la reincidencia, el volumen de negocios de la empresa, el número de trabajadores 
afectados por la infracción, o las consecuencias de la infracción, entre otros.

Para mantener el carácter disuasivo de las sanciones, la cuantía de las multas 
debería ser objeto de una revisión periódica. Así, la Directrices recuerdan que el 
monto de las multas “debería actualizarse periódicamente teniendo en cuenta la 
inflación, para así evitar que pierdan su capacidad de disuasión con el transcurso 
del tiempo”. En efecto, resultaría muy lamentable que los empleadores prefiriesen 
abonar multas por considerarlas más económicas que la adopción de las medidas 
necesarias para ponerse de conformidad con las disposiciones legales sobre las 
condiciones de trabajo. 

Junto a lo anterior, no debe olvidarse que las sanciones deberán aplicarse 
de manera efectiva. Esto puede ser de especial preocupación en aquellos países 
en los que, tras la identificación de infracciones, los inspectores han de incoar 
procedimientos administrativos y judiciales, a menudo de lenta implementación, 
para la imposición de las sanciones correspondientes. Las Directrices recuerdan en 
este sentido que “para que el sistema de inspección del trabajo sea coherente con 
sus objetivos, es esencial que las sanciones impuestas sean efectivamente aplicadas 
(…) y recaudadas”.

Por último, la sanción prevista en algunos países ante los casos de violación 
de las disposiciones relativas a la seguridad y salud en el trabajo puede conllevar 
el cierre del establecimiento, la suspensión de la actividad o la retirada de la 
autorización o licencia de ejercicio.

 3.8. Autoridad central y organización

El artículo 4 del Convenio núm. 81 señala que “siempre que sea compatible 
con la práctica administrativa del Miembro, la inspección del trabajo deberá estar 
bajo la vigilancia y control de una autoridad central”, añadiendo que “en el caso de un 
Estado federal, el término autoridad central podrá significar una autoridad federal 
o una autoridad central de una entidad confederada”. En similares términos se 



48

pronuncia el artículo 7 del Convenio núm. 129, aunque refiriéndose a un organismo 
central, al nivel federal o al nivel de una unidad de la federación”.

Por su parte, las Directrices establecen que “la función de coordinación y 
control de la autoridad central debería facilitar la implantación y la aplicación de una 
política coherente de inspección, así como una estrategia global integrada para el 
conjunto del territorio nacional” (apartado 2.1.4). 

En definitiva, los convenios reafirman el principio de la unicidad de una 
autoridad central, aunque conjugándolo con cierta flexibilidad en la medida en 
que, por una parte, el sistema de inspección del trabajo debe estar situado bajo 
la supervisión y el control de una autoridad central en la medida en que ello sea 
compatible con la práctica administrativa del Miembro y, por otra parte, en el caso 
de un Estado federal, el término “autoridad central” podrá significar una autoridad 
federal o una autoridad central de una entidad confederada.

Al contrario de lo que podría parecer, descentralización y autoridad central 
no son conceptos contradictorios sino complementarios. Se precisa de una 
descentralización para poder llegar a todo el territorio del país, pero a la vez es 
fundamental que todas las unidades descentralizadas dependan de una autoridad 
central, a la que deberán reportar y de la que recibirán indicaciones, planes o 
proyectos.

La autoridad central competente en materia de inspección del trabajo es 
aquella designada a nivel nacional para desempeñar las funciones del sistema de 
inspección en todo el territorio del país. 

La designación de una autoridad central de inspección del trabajo es la manera 
de asegurar la coordinación efectiva en todo el sistema, y facilita el establecimiento 
y la aplicación de políticas con miras a garantizar el cumplimiento uniforme a nivel 
nacional (CEACR, 2024). 

Efectivamente, la sujeción del sistema de inspección del trabajo a una 
autoridad central facilita:

	● el establecimiento y la aplicación de una política uniforme en el conjunto 
del territorio; y

	● el uso racional de los recursos disponibles, lo que implica eliminar la 
duplicación de esfuerzos o evitar la falta de asignación de recursos 
presupuestarios adecuados en el caso de autoridades regionales o locales 
descentralizadas.
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En cuanto a la organización, como ya habíamos adelantado, a nivel global 
podemos distinguir algunas inspecciones denominadas especializadas, que 
abarcan solo algunas competencias y materias, en torno a las cuales estructuran su 
organización. Este es el caso, por ejemplo, de países de tradición anglosajona, como 
Irlanda, Reino Unido o EE.UU., en los que las inspecciones se dedican únicamente a 
la seguridad y salud en el trabajo y que cuentan con estructuras que responden a las 
funciones de los inspectores especializados en dichas materias. Las inspecciones que 
se dedican a las condiciones generales de trabajo se realizan de manera separada 
por otros servicios públicos.

Por el contrario, en otros países las inspecciones responden a un modelo 
generalista en el que los inspectores tienen un amplio mandato que incluye 
condiciones generales de trabajo, seguridad social, seguridad y salud en el 
trabajo, relaciones laborales, promoción de la formalización laboral y, en general, 
la promoción de condiciones de trabajo decente en todas sus dimensiones. La 
estructura organizativa generalista, que puede contemplar diversos departamentos 
temáticos, es la que se da en Francia, España, Portugal, Japón, gran parte de los 
países del África francófona y la mayoría de los países latinoamericanos.

Aunque los servicios de inspección están normalmente vinculados a los 
ministerios de trabajo, algunos países cuentan con distintos tipos de inspecciones 
que dependen de otros ministerios, incluso de autoridades municipales, y cuyas 
esferas de actividad a veces se superponen. Este suele ser el caso de la seguridad 
contra incendios, en que la inspección del trabajo debe mantener una cooperación 
adecuada con los cuerpos de bomberos locales; o las inspecciones sectoriales de 
agricultura, transporte, minería, puertos y plataformas petroleras, entre otras, 
que suelen ser inspeccionadas por funcionarios dependientes de otros ministerios 
distintos al de trabajo, como, por ejemplo, el ministerio de energía, el ministerio de 
transporte o el ministerio de agricultura. De hecho, el artículo 7.3 del Convenio núm. 
129 especifica que “la inspección del trabajo en la agricultura podría ser realizada, 
por ejemplo:

a)	 por un órgano único de inspección del trabajo que tendría la 
responsabilidad de todos los sectores de actividad económica;

b)	 por un órgano único de inspección del trabajo, que organizaría en su seno 
una especialización funcional mediante la adecuada formación de los 
inspectores encargados de ejercer sus funciones en la agricultura;
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c)	 por un órgano único de inspección del trabajo, que organizaría en su seno 
una especialización institucional por medio de la creación de un servicio 
técnicamente calificado, cuyos agentes ejercerían sus funciones en la 
agricultura; o

d)	 por un servicio de inspección especializado en la agricultura, cuya 
actividad estaría sujeta a la vigilancia de un organismo central dotado 
de estas mismas facultades respecto de los servicios de inspección 
del trabajo en otras actividades, como la industria, el transporte y el 
comercio”.

Los trabajadores del sector público también pueden tener servicios de 
inspección específicos.

Por último, la organización de la inspección también dependerá de la 
organización administrativa del país. En algunos países federales o descentralizados 
(es el caso de Argentina, Italia y Alemania) la inspección que se realiza en las 
provincias, regiones o Länder puede ser totalmente autónoma, aún si se aplica la 
misma ley laboral nacional. De hecho, en algunos países federales el sistema es aún 
más complejo ya que los sistemas de inspección del trabajo varían de una provincia, 
Estado o territorio a otro (así sucede, por ejemplo, en Australia, Canadá y EE.UU.). 
Existen también Estados con una estructura federal, pero con una autoridad central 
encargada de la inspección del trabajo a nivel nacional (Nigeria, Brasil y la Federación 
Rusa).

 3.9. Cooperación y colaboración
 

Las inspecciones del trabajo no deben ser instituciones aisladas, sino que 
han de formar parte de un sistema integrado en el que confluyan otros organismos, 
públicos y privados, así como los actores sociales y sus organizaciones. Para reforzar 
este concepto de sistema, el artículo 5 del Convenio núm. 81 y los artículos 12.1 y 13 
del Convenio núm. 129 establecen que “la autoridad competente deberá adoptar las 
medidas pertinentes para fomentar:

a)	 la cooperación efectiva de los servicios de inspección con otros servicios 
gubernamentales y con instituciones, públicas o privadas, que ejerzan 
actividades similares;
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b)	 la colaboración de los funcionarios de la inspección con los empleadores 
y trabajadores o sus organizaciones.”

Las Directrices añaden que “a fin de garantizar que esta coordinación y 
colaboración sean efectivas, deberían organizarse de forma permanente y periódica 
y adoptar formas institucionalizadas, tales como protocolos y memorandos de 
entendimiento entre las diferentes administraciones, que deberían hacerse públicos” 
(apartado 2.2.1).

En relación a la cooperación efectiva con otros servicios gubernamentales 
e instituciones públicas o privadas que ejerzan actividades similares, podemos 
distinguir varios niveles:

	● Cooperación entre los servicios de inspección. Sean cuales fueren las 
formas de organización o el modo de funcionamiento de la inspección del 
trabajo, las competencias en materia de inspección del trabajo pueden 
estar distribuidas entre diversos servicios y oficinas, atendiendo a 
consideraciones sectoriales o geográficas, o en funciones del objeto del 
control. En estos casos, es importante que la autoridad competente adopte 
medidas para favorecer la cooperación entre dichas estructuras “a fin de 
tratar de evitar múltiples inspecciones y de garantizar la coordinación y el 
desempeño efectivo de las funciones de cada servicio de inspección” (…), 
del mejor uso posible de los recursos y, en la medida de lo posible, (…) “de 
evitar múltiples inspecciones innecesarias”. “Esta cooperación debería 
basarse en el intercambio de información, la coordinación de actividades 
y la ejecución de programas y visitas conjuntos para alcanzar objetivos 
definidos en común” (sección 2.2 de las Directrices). 

	● Cooperación de los servicios de inspección con otras instituciones. 
Para ser eficaz con respecto al objetivo perseguido, el cumplimiento de 
las funciones de inspección del trabajo definidas por los instrumentos 
requiere de una cooperación amplia de las estructuras principalmente 
responsables de ellas con otros servicios gubernamentales e instituciones 
públicas o privadas que ejercen actividades análogas, entre ellas, 
entidades encargadas de la seguridad social y de los seguros sociales, 
fuerzas del orden, órganos del sistema judicial, administración tributaria, 
ministerios sectoriales competentes, autoridades migratorias, y centros 
de investigación y universidades.



52

Por otra parte, la inspección del trabajo sólo podrá alcanzar los objetivos 
que se le asignan si la autoridad competente adopta medidas para favorecer la 
colaboración efectiva de los empleadores y trabajadores con sus operaciones 
y actividades. Las Recomendaciones núm. 81 y 133 añaden indicaciones acerca de 
las posibles modalidades de esa colaboración en materia de seguridad y salud en el 
trabajo. Asimismo, las Directrices se refieren a la colaboración con los interlocutores 
sociales a nivel nacional, territorial y empresarial.

A nivel nacional, en algunos países existe un órgano consultivo nacional, de 
composición tripartita y competencia general para las cuestiones del trabajo, que 
también actuará como marco de colaboración de las organizaciones de trabajadores 
y empleadores con la inspección del trabajo. En otros casos, se han constituido 
consejos nacionales tripartitos encargados concretamente de examinar las 
cuestiones relativas a la inspección del trabajo o la seguridad y salud en el trabajo.

En relación a la colaboración con los actores sociales a nivel empresarial, los 
párrafos 4 a 7 de la Recomendación núm. 81 mencionan los comités de seguridad 
u organismos similares, creados dentro de cada empresa o establecimiento, en los 
que participan representantes de los empleadores y de los trabajadores, debiendo 
autorizarse a sus integrantes para que colaboren directamente con los funcionarios 
de la inspección del trabajo cuando se efectúen investigaciones, en particular sobre 
los accidentes del trabajo o las enfermedades profesionales.

 3.10. Informes de inspección
  

Los Convenios núm. 81 y 129 prescriben dos tipos de informes de inspección: 

Informes periódicos de resultados de los inspectores 

El artículo 19 del Convenio núm. 81 y, en similares términos, el artículo 25 del 
Convenio núm. 129 señalan que “los inspectores del trabajo o las oficinas locales de 
inspección, según sea el caso, estarán obligados a presentar a la autoridad central 
de inspección informes periódicos sobre los resultados de sus actividades. Estos 
informes se redactarán en la forma que prescriba la autoridad central, tratarán de las 
materias que considere pertinentes dicha autoridad y se presentarán, por lo menos, 
con la frecuencia que la autoridad central determine y, en todo caso, a intervalos que 
no excedan de un año”.
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Estos informes periódicos son la base para la medición de los resultados 
individuales y colectivos.

En la actualidad, las tecnologías de la información al servicio de las 
inspecciones del trabajo permiten centralizar todas las actuaciones inspectoras en 
una única plataforma o base de datos evitando así que los inspectores tengan que 
invertir mucho tiempo en elaborar dichos informes periódicos.  

Sobre estos informes, las Directrices añaden: 

	» “3.4.1. Los informes periódicos son de vital importancia para la medición 
de los resultados y la definición de una serie de criterios comunes, así 
como para la mejora de la eficiencia de las actividades de inspección. 

	» 3.4.2. Las tecnologías de la información y de la comunicación, allí donde 
estén disponibles, permiten a los inspectores del trabajo informar 
sistemáticamente sobre cada una de sus actividades. 

	» 3.4.3. La autoridad central de inspección debería encomendar a los 
servicios de inspección locales o regionales la obligación de presentar 
informes periódicos y fijar su frecuencia, la cual no debería ser inferior 
a un año. El uso de tecnologías de la información y de la comunicación 
integradas en los procedimientos de inspección puede ayudar a que la 
información sea más rápida y precisa. 

	» 3.4.4. A efectos oficiales, se debería redactar un resumen o un informe 
detallado de cada visita realizada por los inspectores. Los resultados de la 
visita de inspección son una parte esencial de la «memoria institucional» 
de los servicios de inspección. En seguimiento de cada visita, se debería 
añadir al expediente de cada empresa un informe de inspección. 
Asimismo, se recomienda archivar las notas de trabajo y los comentarios 
del inspector para referencias futuras. Estos informes individuales 
constituyen la información primaria y la base de todo el sistema de 
información y notificación; por consiguiente, deberían elaborarse y 
registrarse de conformidad con las instrucciones precisas facilitadas por 
la autoridad central. 

	» 3.4.5. El informe final de cada inspección individual debe ser fáctico 
y contener al menos las conclusiones, su pertinencia en términos de 
cumplimiento normativo y el resultado de la visita de inspección. El 
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informe debería elaborarse lo antes posible después de la inspección. 
Se deben fijar plazos de obligado cumplimiento para todo el servicio de 
inspección con normas de desempeño claras y factibles; por ejemplo, 
se debería entregar al supervisor un informe sistemático de inspección 
a más tardar una semana después de haber finalizado la visita. El 
informe debería ser compartido con el empleador y, si existieran, con los 
representantes de los trabajadores de la empresa, cuando se requiera 
a través de procedimientos formales, en función de lo previsto en la 
legislación nacional.

	» 3.4.6. De acuerdo con lo dispuesto en la legislación nacional, los hechos 
descritos en los informes redactados por los inspectores deberían tener 
presunción de certeza.24

	» 3.4.7. El informe contendrá́ datos e información útiles para futuras 
actividades de inspección y en lo que respecta a la rendición de cuentas del 
sistema de inspección: nombre del inspector; todas las partes a las que va 
dirigido; información general sobre el lugar de trabajo; conclusiones del 
inspector; naturaleza de todas las contravenciones; medidas que han de 
adoptarse; plazos impuestos; probabilidad de que sean necesarias nuevas 
comprobaciones, y sanciones propuestas o medidas de seguimiento, si 
procede. 

	» 3.4.8. La inspección del trabajo de ámbito local o regional debería 
examinar los datos y las tendencias resultantes de los informes de los 
inspectores sometidos a su control directo, con el fin de adoptar medidas 
encaminadas a incrementar la eficacia de las actividades de inspección, 
del sistema de presentación de informes y del apoyo al cumplimiento”. 

Informes anuales de la autoridad central 

El artículo 20 del Convenio núm. 81 y el artículo 26 del Convenio núm. 129 
prescriben que “la autoridad central de inspección publicará un informe anual, de 
carácter general, sobre la labor de los servicios de inspección que estén bajo su 
control. Estos informes se publicarán dentro de un plazo razonable, que en ningún 
caso podrá exceder en doce meses de la terminación del año a que se refieran. 

24.  Recomendación núm. 20, párr. 5.
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Se remitirán copias de los informes anuales al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo dentro de un período razonable después de su publicación, 
que en ningún caso podrá exceder de tres meses.25 

El informe anual es una herramienta de gestión importante. Si se compila 
adecuadamente, ofrece información muy valiosa sobre las actividades pasadas, el 
nivel de desempeño, los resultados y los éxitos globales de la inspección, así como 
sobre las principales cuestiones de interés futuro.

Cuando son bien elaborados, estos informes constituyen un elemento valioso 
de información por una doble razón doble:

	● Desde un punto de vista nacional, el informe anual de inspección es 
esencial para apreciar los resultados prácticos de las actividades de 
la inspección del trabajo. Por medio de este informe, las autoridades 
nacionales deberían disponer de datos significativos sobre la aplicación 
de la legislación del trabajo y sus posibles deficiencias, de lo cual podrían 
extraer conclusiones útiles para el futuro. La publicación de los informes 
anuales de inspección sirve para asegurar la necesaria transparencia de 
los medios, las actividades, los problemas y los resultados de la inspección 
del trabajo. Gracias a ello, los interlocutores sociales, los organismos 
públicos y privados interesados tienen la posibilidad de comprender 
mejor el funcionamiento y los objetivos de la inspección del trabajo y sus 
problemas.

Además, este informe es un instrumento clave de relaciones públicas 
e información para atraer la atención y el apoyo a la causa de la 
inspección del trabajo. Un informe anual bien presentado y oportuno, que 
documenta los resultados y las limitaciones de recursos, es la “tarjeta de 
presentación” de una inspección del trabajo gestionada con eficiencia 
ante otros organismos del gobierno y partes interesadas para negociar 
con éxito el aumento de recursos al interior de la estructura de gobierno. 

Por último, no puede olvidarse que el conocimiento de la acción inspectora 
también puede tener un efecto disuasorio para los posibles infractores.

25.  No debe confundirse este informe anual con la memoria periódica que cada convenio suele prever 
como mecanismo de control de aplicación que cada país. Aunque, por supuesto, contar con el informe 
anual facilitará al país la elaboración de la memoria.
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	● Desde un punto de vista internacional, los informes anuales de inspección 
permiten apreciar la forma en que los sistemas de inspección funcionan 
en la práctica y considerar el grado de aplicación de los convenios 
internacionales del trabajo ratificados por los diferentes países (OIT, 1985 
y 2011). Para la CEACR, los informes anuales de inspección representan 
un elemento para apreciar la aplicación práctica no sólo del Convenio 
sobre la inspección del trabajo, sino también de los demás convenios.

Además, este informe también puede ayudar a obtener el apoyo de los 
organismos internacionales.

Conforme al artículo 21 del Convenio núm. 81 y el artículo 27 del Convenio 
núm. 129 enumeran algunos de los contenidos del informe anual que publique la 
autoridad central de inspección, en la medida en que se encuentren bajo el control 
de dicha autoridad: 

a)	 legislación pertinente de las funciones de la inspección del trabajo;

b)	 personal del servicio de inspección del trabajo;

c)	 estadísticas de los establecimientos sujetos a inspección y número de 
trabajadores empleados en dichos establecimientos;

d)	 estadísticas de las visitas de inspección;

e)	 estadísticas de las infracciones cometidas y de las sanciones impuestas;

f)	 estadísticas de los accidentes del trabajo;

g)	 estadísticas de las enfermedades profesionales.

El párrafo 9 de la Recomendación núm. 81 y el párrafo 13 de la Recomendación 
núm. 133 profundizan en los anteriores aspectos del informe. 

Sobre los informes anuales de la inspección del trabajo, las Directrices 
establecen: 

	» “3.4.9. La autoridad central de inspección publicará un informe anual, de 
carácter general, sobre la labor de los servicios de inspección que estén 
bajo su control y remitirá́ copia del mismo al Director General de la OIT. 
Estos informes se publicarán dentro de un plazo que en ningún caso 
podrá́ exceder en doce meses de la terminación del año a que se refieran. 
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	» 3.4.10. La información que se incluya en el informe siempre debería ser 
lo más exhaustiva posible, conforme a las circunstancias nacionales. El 
contenido mínimo que debe contener es: una lista de la legislación relativa 
a la labor del sistema de inspección del trabajo, datos sobre el personal del 
servicio de inspección del trabajo, establecimientos sujetos a inspección y 
número de trabajadores empleados en dichos establecimientos, visitas de 
inspección, infracciones cometidas y sanciones impuestas, accidentes del 
trabajo y enfermedades profesionales. Se podrá́ publicar el informe anual 
de la inspección en la agricultura, ya sea como un informe independiente, 
o como parte de su informe anual general. 

	» 3.4.11. Los informes deberían elaborarse con arreglo al sistema armonizado 
de estadísticas de inspección del trabajo de la OIT26, o siguiendo 
los procedimientos nacionales establecidos para la presentación de 
informes”. 

La CEACR ha señalado que, por lo general, la mayoría de los países “tropiezan 
con dificultades persistentes en lo que se refiere a la aplicación de sus disposiciones 
en virtud de las cuales la autoridad central de inspección está obligada a publicar y 
remitir a la OIT ese informe”. Observó que se publican informes anuales en países 
como Alemania, Australia, Bélgica, Bulgaria, Dinamarca, España, Estonia, Francia, 
Letonia, Noruega y Portugal. Además, en algunos países, como Australia, Brasil, 
Francia y Reino Unido esos informes se publican y difunden electrónicamente 
(CEARC, 2006). Se informa que desde 2005 España también publica en su sitio 
web los informes anuales de inspección.27 Añade la Comisión que, para evitar una 
sobrecarga innecesaria del informe anual, la información relativa a la legislación 
puede limitarse a las modificaciones que hayan podido producirse en el curso del 
período transcurrido entre dos informes, sin que ello obste para que convenga 
elaborar una recapitulación periódica de las leyes y los reglamentos (CEARC, 2011).

26. OIT (2016) “Guía sobre la armonización de las estadísticas sobre la inspección del trabajo y 
Recopilación y utilización de estadísticas sobre inspección del trabajo: Una guía breve”. 
27. https://www.mites.gob.es/itss/web/Que_hacemos/Estadisticas/index.html 

https://www.mites.gob.es/itss/web/Que_hacemos/Estadisticas/index.html
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4. CONCLUSIONES

Un sistema de inspección del trabajo eficaz y eficiente es clave para abordar las 
desigualdades en el mundo del trabajo y crear el marco jurídico y político necesario 
para lograr la justicia social a través del trabajo decente. 

El modelo de inspección del trabajo reconocido en los instrumentos 
normativos de la OIT es esencial para promover el cumplimiento de la normativa 
laboral, garantizando los derechos laborales a las personas trabajadoras al mismo 
tiempo que se estimula el crecimiento económico, la competitividad y productividad 
y un entorno estable para las empresas.

De ahí la necesidad de seguir fortaleciendo y modernizando las 
administraciones del trabajo y las inspecciones laborales para permitirles enfrentar 
de manera eficaz los desafíos nuevos y persistentes en el mundo del trabajo. 

Es difícil encontrar una inspección laboral en el mundo que cuente con 
un número de inspectores que le permita realizar un elevado número de visitas 
periódicas a todos los lugares de trabajo para abordar dichos desafíos. Es por ello 
que resulta imprescindible definir las prioridades y tomar decisiones disuasorias, y 
que éstas se perciban como justas, lógicas y justificables. Además, las inspecciones 
han de desplegar sus recursos de la manera más efectiva para lograr mejoras 
sostenibles y efectos sistémicos (Weil, 2008). 

En sentido sentido, los últimos instrumentos de OIT recomiendan a las 
inspecciones laborales orientar sus medidas de forma que respondan de manera 
eficaz a las demandas que deban afrontar en cada momento. Esto entraña la necesidad 
de adoptar progresivamente un enfoque que, sin desatender las quejas o denuncias, 
mantenga el equilibrio adecuado entre las medidas reactivas y proactivas. Las 
políticas y los planes nacionales de inspección contribuyen a este enfoque proactivo, 
estableciendo una base coherente y objetiva para las actividades de inspección, que 
responda a las condiciones y cuestiones de trabajo predominantes, y que prevea 
zonas geográficas o sectores en los que podrían ser necesarias intervenciones 
específicas.
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De esta manera, en los últimos años se detecta una tendencia cada vez 
más consolidada a que los sistemas de inspección incluyan entre sus acciones 
inspecciones proactivas, basadas en programas o planes de inspección estratégicos 
y operativos que fijan, de manera periódica, las prioridades e identifican sectores, 
empresas y lugares de trabajo que van a ser objeto de fiscalizaciones (Bueno, 2018). 

La planificación inspectiva garantiza una mayor eficiencia en la utilización de 
los recursos, siempre limitados, de las inspecciones; una mayor vinculación de las 
actividades de inspección con otras políticas públicas; un equilibrio razonable de las 
actividades de inspección en todo el espectro de las responsabilidades normativas; 
un máximo aprovechamiento del impacto de la inspección, concentrando el mayor 
esfuerzo en las empresas y en los temas que se consideren más importantes; y una 
mayor demostración de la importancia y la utilidad social de la inspección laboral.

Para implementar estas políticas y planes de inspección y para avanzar en 
paralelo en los procesos de modernización de las inspecciones de trabajo, el uso 
de tecnologías de la información y la comunicación (TIC), incluyendo el creciente 
rol de la inteligencia artificial, es hoy día un elemento esencial. Por ello, cuando sea 
coherente con los niveles de desarrollo nacional, se deben dotar a las inspecciones 
de tecnologías y medios electrónicos que permitan identificar las brechas de 
incumplimiento más graves, favorecer el registro de los trabajadores y facilitar la 
labor de los inspectores en el terreno. 

Además, el uso de tecnologías puede permitir realizar inspecciones sin visitar 
físicamente los lugares de trabajo, lo que podría contribuir a aumentar la cobertura 
de las inspecciones. Este puede ser el caso de inspecciones que tengan por objetivo, 
por ejemplo, comprobar documentos, recabar testimonios de testigos o confirmar la 
modificación de instalaciones físicas.

Por otra parte, un buen manejo de estas tecnologías por parte de las 
inspecciones permitirá afrontar posibles incumplimentos laborales resultado del 
uso de algoritmos y de la inteligencia artificial en el mundo del trabajo. 

Por todo lo anterior, el fortalecimiento y la modernización de los servicios 
públicos de inspección del trabajo es un factor decisivo, no solo para dar respuesta 
a los requerimientos contenidos en los instrumentos normativos de la OIT, sino para 
enfrentar de manera eficaz y eficiente todos esos desafíos, cumpliendo su rol de 
promoción del cumplimiento de la normativa y del trabajo decente. 
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